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Resumen

La Ley 1448 de 2011 dispuso que la restitución de tierras fuera utilizada como mecanismo
preferente para reparar a las víctimas del conflicto armado en Colombia, en los casos de abandono
forzado y despojo. El tema de los segundos ocupantes ha afectado de manera sensible la
sostenibilidad de la política pública de restitución de tierras, ya que su presencia ha dificultado la
entrega material de los predios, pues se niegan a restituirlos, ante la incertidumbre de una solución
efectiva para ellos.
Bajo ese contexto, el presente trabajo buscó determinar cualitativamente, mediante un
estudio de caso, ¿Qué tan oportunas y efectivas han sido las medidas de atención brindadas a los
segundos ocupantes del departamento de Norte de Santander en la resolución de su problemática
socioeconómica, al tener que restituir sus predios bajo el esquema de la Ley 1448 de 2011?
Se encontró que el Estado, se ha interesado realmente por prestarles una debida atención y
aunque se han dado avances institucionales para corregir esa problemática, todavía no se encuentra
claramente establecido un procedimiento concreto para atender adecuadamente esta situación. Con
respecto a las medidas de atención brindadas a los Segundos Ocupantes del departamento, se
determinó que existe la percepción de que estas, en cierta medida, han sido justas y suficientes,
pero no han sido oportunas, debido a que se ha demorado bastante tiempo su entrega.
Se concluyó que es imprescindible la adopción de una política pública específica que
atienda y dé solución a la problemática de ese tipo de población.

Palabras Clave: Restitución de Tierras, Segundos Ocupantes, Víctimas, Medidas de Atención,
Políticas Públicas
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Summary

The Law 1448 of 2011 stipulated that the restitution of land to be used as a preferential
mechanism to repair the victims of armed conflict in Colombia, in cases of forced abandonment
and dispossession. The subject of the second occupants has affected in a sensible way the
sustainability of the public policy of restitution of land, since its presence has difficult the material
delivery of the properties, because they refuse to return them, in the face of the uncertainty of an
effective solution for them.
In this context, the present work sought to qualitatively determine, through a case study,
¿how timely and effective were the measures of care provided to the second occupants of the
Department of Norte de Santander in the resolution of its problematic socio-economic, having to
return their properties under the scheme of law 1448 of 2011?
It was found that the state, has really been interested in giving them due attention and
although institutional progress has been made to correct that problem, it is not yet clearly
established a concrete procedure to adequately address this situation. With regard to the measures
of care given to the second occupants of the department, it was determined that there is a perception
that these, to some extent, have been fair and sufficient, but have not been timely, because its
delivery has been delayed a long time.
It was concluded that it is essential to adopt a specific public policy that addresses and
solves the problem of this type of population.

Key words: Land restitution, second occupants, victims, attention measures, public policies
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Introducción

Colombia, durante al menos las últimas cinco décadas, ha estado en medio de un conflicto,
originado básicamente, en la distribución y tenencia de la tierra. La ambición por la tierra y sus
consecuentes problemas como el abandono forzado y el despojo, han planteado la necesidad de
adoptar medidas por parte de las diferentes entidades gubernamentales, en procura de restablecer
los derechos de quienes han sido víctimas.
Con el reconocimiento institucional de que existe un conflicto armado interno, el gobierno
del actual presidente Juan Manuel Santos en su anterior administración, expidió en el año 2011, la
Ley 1448 conocida como la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Con esta ley se pretendió
reparar integralmente a las víctimas que, en medio del conflicto, sufrieron algún tipo de daño,
producto de violaciones a las normas de derechos humanos o infracciones al derecho internacional
humanitario. Igualmente, se procuró posibilitar el derecho a la verdad, a la justicia y a la reparación
con garantía de no repetición (Ley 1448, 2011).
La Ley 1448 (2011) contempla que en materia de reparación se comprenden medidas
como: “restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus
dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica” (art. 25), a su vez, indica que:

El Estado Colombiano, a través del Plan Nacional para la Atención y Reparación Integral
a las Víctimas, deberá adoptar un programa integral dentro del cual se incluya el retorno
de la víctima a su lugar de residencia o la reubicación y la restitución de sus bienes
inmuebles (art. 70).

El tema de la restitución comprende la devolución, jurídica y material a las víctimas
solicitantes, de los inmuebles que fueron despojados o abandonados forzosamente con ocasión del
conflicto. Para ello, la ley creó la Unidad Administrativa Especial de Gestión de Restitución de
Tierras Despojadas (en adelante URT), como entidad encargada de diseñar y administrar el
Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas, en donde se deben inscribir los predios y las
personas sujetos de restitución. Dicha restitución requiere de todo un proceso administrativo y
judicial. En la etapa administrativa, mediante el cumplimiento de un protocolo establecido, se
determina la viabilidad de la solicitud de restitución, así como las pretensiones de posibles
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opositores. Posteriormente, se pasa a una etapa judicial en la que, los Jueces de la República,
mediante sentencias judiciales, definen la restitución de los bienes y/o el otorgamiento de medidas
de atención, según corresponda de acuerdo con la caracterización de cada solicitud.
Dentro de la dinámica de los procesos de restitución, se ha evidenciado que existen
pobladores que se consideran legítimos propietarios, poseedores u ocupantes de los predios
solicitados en restitución y de los cuales derivan su sustento o se benefician económicamente de
ellos. Los pobladores que ostentan las mencionadas calidades, cuando consideran haber adquirido
los predios obrando de buena fe, se han declarado opositores dentro de los procesos judiciales.
Argumentan, para ello, que jamás sacaron provecho de las condiciones de vulnerabilidad dentro
del contexto de violencia padecida por los anteriores propietarios, que no tuvieron relación con
grupos armados o actos ilegales y tampoco han sido testaferros.
Una vez demostrada ante la justicia, que la adquisición de los predios se realizó de manera
expedita, honesta y agotando todas las instancias posibles que pudieran verificar la regularidad de
la situación, los jueces fallarán otorgando la calidad de “opositores de buena fe exenta de culpa”,
ordenando las compensaciones correspondientes contempladas en la ley.
A diferencia de los anteriores opositores, la Ley 1448 no tuvo en cuenta a los denominados
segundos ocupantes (SO)1:

Se consideran segundos ocupantes aquellas personas naturales reconocidas como tal
mediante providencia judicial, que pese a no haber participado de los hechos que dieron
lugar al despojo o al abandono forzado, no fueron declaradas de buena fe exenta de culpa
en las sentencias de restitución y que, con ocasión del fallo, se vieron abocadas a perder su
relación con el predio solicitado en restitución (…) (Sentencia T-367/16, 2016, p. 1).

Los SO son en su mayoría, campesinos pobres, que al igual que las víctimas, se encuentran
también en condición de vulnerabilidad. Estas personas no lograron demostrar ante la justicia, la
calidad de buena fe exenta de culpa, a pesar de haber obrado de manera recta y honesta al momento

1

Llamados también en los procesos judiciales “terceros intervinientes”.
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de adquirir u ocupar las tierras reclamadas en restitución. Por este motivo, han perdido su relación
con los predios restituidos, pues se han visto forzados a entregarlos como consecuencia de las
decisiones judiciales en su contra, afectando con ello, su proyecto de vida. Ante esta situación, se
han visto en la obligación de desplazarse hacia otros lugares y emprender nuevas formas de
subsistencia. Lo anterior, ha generado problemas de desarraigo, pobreza, violencia y en ciertos
casos re victimización, esta vez, por parte del propio Estado.
Ante el vacío que dejó la Ley 1448 de 2011 en materia de atención a los SO y teniendo en
cuenta los Principios Pinheiro2, diferentes instituciones gubernamentales y organizaciones de
derechos humanos, han venido fomentando y desarrollando durante los últimos tres años, una serie
de acuerdos que permitan la adopción de medidas para solucionar los problemas generados en la
aplicación de esta ley a los mencionados SO.
No obstante esos esfuerzos, aún no hay claridad en cuanto a disponibilidad de tierras o
dinero para compensarlos, como tampoco se han definido plazos o tiempos para hacerlo. Lo
anterior, ha generado bastante incertidumbre para las familias que deben restituir los predios de
los cuales derivan su sustento, ya que por un tiempo indefinido quedan a su suerte. Esta situación
ha generado fuertes tensiones entre los reclamantes de las tierras restituidas y los SO que deben
entregarlas. En algunas ocasiones, se ha tenido que recurrir a la intervención de la fuerza pública
para realizar los respectivos desalojos.
Por ser el departamento de Norte de Santander una de las zonas del país que históricamente
ha sufrido con mayor vehemencia los rigores de la violencia, el abandono forzado y el despojo de
tierras y, en consecuencia, presenta un mayor número de casos donde, posiblemente, haya
presencia de SO, se tomó esta región como referente de estudio.
El presente trabajo pretende determinar ¿Qué tan oportunas y efectivas han sido las
medidas de atención brindadas a los SO del departamento de Norte de Santander en la resolución
de su problemática socioeconómica, al tener que restituir sus predios bajo el esquema de la Ley
1448 de 2011? Para responder a esta pregunta, se proponen los siguientes objetivos específicos: el

2

Aprobados en 2005 por las Naciones Unidas. Estos Principios son considerados como elementos referentes para las
personas refugiadas y desplazadas en el tema de la restitución de viviendas y patrimonio y establecen el derecho de
las víctimas a la restitución de sus viviendas y el patrimonio.
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primero es describir los antecedentes del abandono forzado y el despojo de tierras en el
departamento de Norte de Santander y la transición a victima en el marco de la Ley 1448 de 2011.
El segundo es identificar y caracterizar a los SO del departamento de Norte de Santander. El tercero
y último es establecer la percepción sobre satisfacción de necesidades que tienen los SO del
departamento, ante las medidas de atención otorgadas por la justicia.
Este documento se estructura en tres partes. La primera es el marco de referencia que
contiene un marco teórico y otro legal. La segunda parte explica la metodología utilizada en el
trabajo. Por último, se presentan los resultados y las conclusiones.

Capítulo 1. Marco de referencia

El presente capítulo se estructura en dos partes: la primera trata sobre las teorías que
orientaron la investigación y se clarifican conceptos importantes para la delimitación del trabajo.
En la segunda se recopila y describe concisamente, las normas legales relacionadas con el tema de
la restitución de tierras en general y SO en particular.

1. Marco teórico
La afectación que sufre, de una u otra manera, alguna parte de la población, en la aplicación
de la ley en favor de una política pública (PP) encaminada en favorecer, en este caso, a víctimas
del conflicto interno, hace necesario retomar referencias teóricas de algunos autores destacados
que tratan el tema de las PP. Esos referentes teóricos se utilizan para poder percibir de manera
adecuada, la dinámica de la restitución de tierras y la intervención del Estado en las problemáticas
sociales que surgen de esta. En tal sentido, se hace imprescindible comprender los conceptos de
SO, buena fe exenta de culpa y buena fe simple.
En el escenario del que trata esta investigación, cuyo objetivo principal es determinar la
oportunidad y efectividad de las medidas institucionales adoptadas, en procura de resolver ciertos
problemas que surgieron en una comunidad por la aplicación de determinada PP, lo que se pretende
es determinar la afectación que tuvo la comunidad de los SO ante la intervención del Estado. Para
ello, se revisa la teoría de la economía del Bienestar.
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1.1. Políticas públicas (PP).
Existen numerosos conceptos de lo que se puede considerar una PP. Según Vargas (1999),
la PP “es el conjunto de sucesivas iniciativas y acciones del régimen político frente a situaciones
socialmente problemáticas y que buscan la resolución de las mismas o llevarlas a niveles
manejables” (p. 57). De acuerdo con Roth (2002), una PP “existe siempre y cuando instituciones
estatales asuman total o parcialmente la tarea de alcanzar objetivos estimados como deseables o
necesarios, por medio de un proceso destinado a cambiar un estado de cosas percibido como
problemático” (p. 27). Así mismo, “El análisis de las PP consiste en examinar una serie de
objetivos, de medios y de acciones definidos por el Estado para transformar total o parcialmente
la sociedad así como sus resultados y efectos” (Roth, 2002, p. 28). Por otro lado, Muller (2002)
propuso que “política pública es un proceso de mediación social, en la medida en que el objeto de
cada política pública es tomar a cargo los desajustes que pueden ocurrir entre un sector y otros, o
aún, entre un sector y la sociedad global” (p. 48).
Bajo los conceptos de los anteriores autores, se puede establecer que toda PP debe conducir
a la construcción y toma de decisiones públicas que propicien una transformación y den
alternativas de solución a los desajustes sociales, priorizando las situaciones más importantes para
la sociedad y reconociendo los procesos de participación ciudadana y movilización social.
El Estado, debe ser responsable en la detección de los problemas y en definir objetivos
claros, precisos y contundentes para que las PP aporten soluciones adecuadas. Esto se logra,
mediante la asignación de los recursos necesarios y la contribución de actores que tengan la
capacidad de añadir contenidos de carácter técnico y legal. Las PP deben incorporar también,
instrumentos, planes, programas, algunas definiciones concretas, alcances y previsiones de lo que
se pretende alcanzar.
Una PP debería entenderse como un conjunto de instrumentos a través de los cuales el
Estado, luego de identificar una necesidad o problema en particular, debe implementar una serie
de medidas acordes a las necesidades planteadas por los grupos afectados directamente.
Arroyave (2010), considera a las PP como un proceso que es lineal y que se divide en seis
momentos. El proceso comienza con la identificación de un problema estructural, del cual se
adelanta un estudio de factibilidad que define los objetivos precisos de la política, con base en los
recursos existentes y en las metas formuladas y vinculando, además, a las comunidades
directamente afectadas. Posteriormente, el Gobierno debe incluir el proyecto de la PP en una
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agenda administrativa con el objeto de convertirla en norma. Una vez convertida, se le asignarán
los recursos financieros y técnicos necesarios para ejecutarla. A continuación, se presenta la
formulación de la PP definiendo parámetros y objetivos comunes, buscando un punto de
conciliación entre las comunidades y el Gobierno y por último se implementa y estructura por
líneas, programas y proyectos.
La siguiente figura ilustra ese proceso lineal:

IDENTIFICACIÓN DEL

ESTUDIO DE

PARTICIPACION

PROBLEMA

FACTIBILIDAD

COMUNITARIA

INCLUSION DE PP EN

FORMULACION DE LA

IMPLEMENTACION DE

AGENDA

PP

LA PP

Figura 1. Proceso Lineal - Momentos de las Políticas Públicas.
Nota. Fuente: Elaboración propia. Inspirado en Arroyave (2010)

Paralelo a la ejecución, se adelanta la evaluación que tiene dos momentos relevantes: el
primero es el “ex ante”, que identifica e investiga la problemática, evaluando el estado de cosas y
definiendo su factibilidad. El segundo, el “ex post”, que se da después de la culminación de los
programas y proyectos, realizando una evaluación que establece su nivel de impacto, construyendo
indicadores de resultados que indiquen cuáles objetivos se cumplieron y cuáles no y así determinar
si la PP tendrá continuidad o se hará reingeniería para corregirla (Arroyave, 2010).
En Colombia, el concepto de PP se ha confundido, pues no se ha llegado a obtener un
consenso entre sus actores sobre lo que es y no es una PP. En ese sentido, no ha habido claridad
respecto a su definición, diseño, elaboración y funcionamiento. Su implementación contiene
vacíos técnicos y teóricos. Son resultado de simples actos administrativos que se deben cumplir de
acuerdo con los temas que se prometieron en las campañas políticas (Arroyave, 2010). Si se analiza
desde el punto de vista de los anteriores seis momentos que plantea Arroyave, se observa entre
otras cosas, una inadecuada identificación de los problemas, ausencia de planificación y de
participación de los directamente interesados e insuficiente cuantificación de recursos económicos
y técnicos, necesarios para su desarrollo. A lo anterior se suma, una ineficiente evaluación debido
a la inadecuada elaboración o inexistencia de indicadores.
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Patiño (2015), evidencia la importancia de implementar una PP en el tema de la restitución
de tierras. Para ello se basó en dos modelos teóricos3: el representativo-positivista y el
participativo-constructivista (pp. 28-36). El trabajo concluyó, que la incidencia de factores como:
una estructura institucional débil, complejidad en la transferencia de decisiones, formulación de
PP de manera centralizada desconociendo situaciones reales en las regiones, falta de
infraestructura y de recursos etc., afectaron la eficacia de la PP. Así las cosas, esta no fue suficiente
en términos de las expectativas que tenían las víctimas del conflicto armado para resolver sus
problemas socioeconómicos. También se concluyó que esta PP fue diseñada para un escenario de
posconflicto al que todavía no se ha llegado. Finalmente, quedó la inquietud respecto a lo que
planea hacer el gobierno en materia de productividad con las tierras restituidas.
En la misma labor de investigación y consulta se analizó un Proyecto de Protección de
Tierras y Patrimonio de la Población Desplazada. Este proyecto se plantea como un mecanismo
conjunto de todas las instituciones del orden nacional que tengan que ver con el tema de la
restitución de tierras, para diseñar herramientas y procedimientos de carácter institucional y
comunitario. El mencionado mecanismo se debe utilizar como medio para: posibilitar la protección
de los derechos sobre la tierra, desarrollar metodologías para socializar entre la comunidad
afectada, aplicar las medidas de protección e intervenir en los territorios que se encuentran en
medio del conflicto. De esa manera, se constituirá como un esquema de articulación de PP entre
la nación y el territorio (Presidencia de la República, 2010).
La teoría sobre PP en últimas siempre tenderá hacia la consecución de un objetivo de
carácter general: alcanzar el bienestar de la comunidad, mediante el proceso de implementación
de una PP adecuada que resuelva el problema planteado. En este sentido, la Ley 1448 de 2011
buscó corregir la ineficiencia del Estado cuando ocurrieron los eventos de abandono forzado y de
despojo. Esta ley se utilizó como herramienta de PP para proteger el derecho fundamental a la
reparación, mediante la restitución de predios a las víctimas del conflicto armado y beneficiar con
ello, a un importante número de la población afectada. Pero, en su diseño, se omitió la presencia
de pobladores que son propietarios, poseedores u ocupantes legítimos de los predios a restituir.

3

Propuestos por la Universidad de Rosario para el análisis de las PP.
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Estas personas, al tener que entregar los terrenos de los cuales derivan su sustento, se vieron
afectadas en cuanto a sus condiciones de vida y, aunque su número es bastante pequeño, no deben
ser menos importantes ante la sociedad.

1.2. Segundos ocupantes (SO).
En el diseño institucional de la Ley 1448 de 2011, se consideró devolver la tierra a las
víctimas de despojo y/o abandono forzado. Para ello, la ley obliga a los despojadores a entregarlas.
En ese proceso, se omitió considerar que además de los despojadores, existía otro tipo de
población, también vulnerable, que se encontraba habitando y/o explotando los predios a restituir.
Esta omisión originó cuestionamientos sobre la legitimidad de la ley y sobre el cumplimiento de
las metas propuestas, ocasionando mayores tensiones sobre la propiedad de la tierra. Esta situación
preocupó a todos los actores del proceso de restitución de tierras y evidenció las complicaciones
que trae las dinámicas del conflicto. Ante esa preocupación, surgió la necesidad de establecer
programas y medidas para la atención de aquella población en el marco de la Ley de Víctimas y
Restitución de Tierras (Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad
Agraria, 2016).
De acuerdo con la Corte Constitucional:

Se consideran segundos ocupantes aquellas personas naturales reconocidas como tal
mediante providencia judicial, que pese a no haber participado de los hechos que dieron
lugar al despojo o al abandono forzado, no fueron declaradas de buena fe exenta de culpa
en las sentencias de restitución y que, con ocasión del fallo, se vieron abocadas a perder su
relación con el predio solicitado en restitución (Sentencia C-330, 2016, p. 1).

Los SO son personas que han adquirido, tomado posesión u ocupado terrenos que son
sujetos de restitución y de los cuales derivan su sustento económico, dado su estado de necesidad.
Son en su mayoría, campesinos pobres que en algunos casos se encuentran en condición de
vulnerabilidad. Estas personas, en las sentencias judiciales, no fueron declaradas de buena fe
exenta de culpa y por ello se han visto forzadas a entregar sus predios. Debido a lo anterior, se han
desplazado hacia otros lugares, lo que ha generado problemas de desarraigo, pobreza, violencia y
en algunos casos, re victimización.
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La presencia de SO es una particularidad que se presenta en la política de restitución de
Tierras. Ha sido advertida en informes de las Naciones Unidas sobre conflictos armados en
circunstancias parecidas a las nuestras y en escenarios diferentes de Europa y África. En países
como Azerbaiyán, Armenia, Bosnia Herzegovina, Croacia, Kosovo, Bután y Ruanda entre otros,
se ha evidenciado que, a causa de una atención inadecuada a los SO, el retorno de las víctimas
restituidas a sus tierras se ha visto afectada4 (Naciones Unidas, 2007).
El tema de los SO inmersos en la acción judicial de la restitución de tierras contemplada
en la Ley 1448 de 2011, no fue abordado en esta, de manera explícita. Se esperaba encontrar como
ocupantes y poseedores de las tierras despojadas a los propios victimarios o sus testaferros. Sin
embargo, se encontró a una población campesina, que por una u otra razón se había asentado allí
y que, en algunos casos, también son víctimas de desplazamiento forzado y por lo tanto
considerados como población vulnerable. Ante ese vacío que dejó la ley en materia de SO, los
jueces, al proferir las sentencias de restitución y fallar en contra de los actuales propietarios,
poseedores u ocupantes, los obligan a devolver las tierras a sus anteriores propietarios. Dentro de
las mismas sentencias, si los opositores demuestran la buena fe exenta de culpa al momento de
adquirir los predios, podrán conservarlos o ser incluidos dentro del Plan de Atención y Reparación
Integral a las víctimas5. Estos beneficios se enmarcan bajo los principios de equidad, celeridad y
equivalencia e incluyen compensaciones monetarias, entrega de predios, subsidios para proyectos
productivos y/o vivienda rural etc. (Unidad de Restitución de Tierras, 2015).
Para efectos de aplicación de la Ley 1448 de 2011 en los procesos judiciales, se considera
propietario a aquella persona que posee una escritura pública, una resolución del Incoder o del
antiguo Incora o una sentencia judicial, registrada en la Oficina de Registro de Instrumentos
Públicos. Poseedor es aquella persona que se cree y actúa como dueña de un predio y hace uso de
él, pero no tiene ningún título de propiedad registrado ante la Oficina de Registro de Instrumentos
Públicos. Ocupante es la persona que vive o explota directamente un terreno baldío y que puede
reclamar derechos sobre estos terrenos cuando haya habitado o trabajado la tierra al menos durante

4

Problemas de amenazas, agresiones y resistencia violenta para entregar los predios
Ver Decreto 1725 de 2012. Presidencia de la República: Por el cual se adopta el Plan Nacional de Atención y
Reparación Integral a las Víctimas de que trata la Ley 1448 de 2011.
5
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cinco años, demostrándolo mediante recibos de pago de servicios públicos o testimonios de
testigos o vecinos etc. (Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 2012)

1.3. Buena fe exenta de culpa y buena fe simple.
La Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, al proteger el derecho de las víctimas de
retornar a su lugar de residencia inicial o su reubicación, ha afectado a propietarios, poseedores u
ocupantes de los predios que se deben restituir. Sin embargo, la misma ley estableció un protocolo
que caracteriza cada caso y en el cual, los opositores tienen la oportunidad de demostrar que jamás
sacaron provecho de las condiciones de vulnerabilidad dentro del contexto de violencia padecida
por los anteriores propietarios y que no tuvieron relación con hechos que generaron abandonos
forzosos ni despojos. En tal sentido, los jueces que fallan los procesos de restitución deben evaluar
las pruebas y otorgar las medidas de atención contempladas en la misma ley. A ese respecto, la
Corte Constitucional conceptuó: “La buena fe exenta de culpa se acredita demostrando no solo la
conciencia de haber actuado correctamente sino también la presencia de un comportamiento
encaminado a verificar la regularidad de la situación” (Sentencia C-820, 2012, p. 6).
El concepto de buena fe exenta de culpa, por contener un nivel de complejidad demasiado
alto para la predominante idiosincrasia campesina6, condujo a que muy pocos opositores lograran
demostrarla. Ello los obligó a restituir la mayoría de predios solicitados, propiciando sentimientos
de impotencia, injusticia e inequidad, por cuanto consideraban haber actuado de manera apropiada
y justa en la adquisición de los predios. Por lo anterior, institucionalmente, se ha venido
desarrollando el concepto de la buena fe simple, que se puede justificar mediante procedimientos
mucho más sencillos y expeditos para los campesinos. Corresponde a obrar con honestidad, lealtad
y rectitud, condiciones estas, socialmente exigidas normalmente a las personas en todas sus
actuaciones. La buena fe simple, al ser demostrada, permite la cobertura de un mayor número de
beneficiarios de las medidas de atención contempladas en la ley.
Una vez definido teóricamente el concepto de PP y comprendido lo que significan los SO
y las calidades de la buena fe, se examina el concepto de la economía del bienestar; el cual, se

6

En la cultura campesina, la palabra dada se constituye como prenda de garantía para los negocios.
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constituye como propuesta para establecer la oportunidad y efectividad de la implementación de
la PP sobre SO en los procesos de restitución de tierras.

1.4. Economía del bienestar.
La preocupación por obtener un estado máximo de bienestar social debería ser,
esencialmente, la gestión de cualquier gobierno. Alcanzar ese grado de bienestar social, a través
de la aplicación de PP adecuadas, minimizaría la desigualdad social, distribuyendo en su justa
medida, los recursos disponibles que son escasos.
Para abordar el tema de la economía del bienestar, se toma como referente al economista
Indio Amartya Sen, quien ha realizado aportes que se constituyen en el horizonte hacia donde
debería conducir una PP correctamente diseñada e implementada. En sus diferentes trabajos, ha
utilizado el análisis económico junto a nociones sobre los valores, la cultura y la libertad para
medir la pobreza y el desarrollo humano. Para ello, ha tomado en cuenta la capacidad de generar
condiciones y oportunidades por parte de la sociedad para que las personas logren aumentar sus
opciones en diversas áreas, para mejorar su calidad de vida. Es decir, el desarrollo humano lo
concibe como un fenómeno social que se refiere a la ampliación de opciones y de potenciación de
las capacidades personales, desde el punto de vista de la libertad. Los logros que obtengan las
personas dependerán de las oportunidades económicas, las condiciones sociales, el acceso a salud
y educación básica y al fomento de sus iniciativas y simultáneamente, al ejercicio de sus libertades.
Adicional a lo anterior, participando en las decisiones sociales y en la confección de decisiones
públicas que impulsen el desarrollo de esas oportunidades (Sen, 2000).
El desarrollo se plantea como un proceso integrado de expansión de libertades
fundamentales relacionadas y fortalecidas mutuamente. Este proceso tiene como fin, mejorar la
libertad del hombre en general, integrando aspectos económicos, sociales y políticos. Comprende
el desarrollo humano como un proceso de ampliación de las opciones que tiene el hombre, a través
del cual, se potencian sus capacidades para extender sus libertades, favorecer su calidad de vida y
desarrollar sus habilidades y encontrar su lugar en la sociedad (Sen, 2000).
La expansión de las libertades será el fin esencial y medio principal del desarrollo que se
relaciona con la importancia de las libertades para el enriquecimiento de la vida humana y con su
ampliación.
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Los tipos de libertades que desarrolla Sen (2000) en su modelo teórico, se describen en la
siguiente tabla:

Tabla 1
Tipos de Libertad
Tipo de libertad
Libertades políticas
Servicios económicos
Oportunidades sociales

Característica
Capacidades de los ciudadanos para influir en la sociedad
como la expresión, la reunión y el voto.
Distribución de la riqueza
Servicios públicos que las sociedades ofrecen para que las
personas mejoren, salud, educación etc.

Garantías de transparencia

Grado de confianza en los tratos personales y con la sociedad

Seguridad de protección

Ayuda a los más desfavorecidos

Nota. Fuente: Datos obtenidos de Sen (2000). Elaboración propia

Teniendo en cuenta las libertades expuestas, el desarrollo debe evaluarse en función de las
libertades fundamentales que disfruta cada persona o colectivo. El aumento de las libertades,
mejora las capacidades de las personas para ayudarse a sí mismos y para influir sobre los demás.
Si existen suficientes oportunidades sociales, las personas pueden forjar su destino y ayudarse
mutuamente. Las personas no son receptoras pasivas de los programas de desarrollo, deben tener
la opción de participar en su estructuración mediante una participación activa. En este orden de
ideas, el desarrollo no solamente se debe circunscribir al crecimiento económico, sino a mejorar
las condiciones de vida y las libertades de las personas, lo cual conlleva y se verá reflejado en
crecimiento económico.
Sen (1997), ha desarrollado dos conceptos fundamentales de libertad: libertad de bienestar
y libertad de agencia. La libertad de bienestar se refiere a la libertad que tienen las personas para
lograr aquellas cosas que componen su propio bienestar. La libertad de agencia consiste en la
libertad de obtener los objetivos que cada individuo valora para la autorrealización personal. Esta
última, aplicada a la capacidad política, conduciría al desarrollo de propuestas en el ámbito
público, que se constituyan en alternativas que den solución a las situaciones que requieren
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respuestas políticas oportunas y eficaces. También para diseñar y evaluar las PP en el sentido de
alcanzar el bienestar de los individuos en igualdad de condiciones (pp. 85-91).
En Colombia, se contraponen las teorías de la libertad y de bienestar frente a lo que debe
aportar una política pública a la sociedad; en este sentido, se pone de manifiesto, lo que histórica
y generalmente ha sucedido, donde las PP se conciben privilegiando los intereses económicos
particulares sobre el beneficio general de la comunidad.
La noción sobre economía del bienestar permite determinar, si los individuos sujetos de la
aplicación de la PP, que se vieron forzados a entregar sus predios y acogerse a las medidas de
atención, obtuvieron un nivel de vida o de bienestar al menos semejante, al que tenían bajo las
circunstancias anteriores a la aplicación de la ley o, por el contrario, se ha desmejorado su calidad
de vida, al tener que someterse a condiciones desfavorables provocadas por el mismo Estado.
Retomando el trabajo de Patiño (2015) y asimilándolo con el tema de esta investigación,
se propone establecer desde este marco teórico, la oportunidad y efectividad de las medidas de
atención propuestas frente a los SO de Norte de Santander e identificar cuáles podrían ser los
factores determinantes que afectan positiva o negativamente el bienestar económico de esta
población. Lo anterior, mediante el estudio de caso como herramienta metodológica, para acercar
las teorías descritas con anterioridad a la realidad objeto de la investigación.

2. Marco legal
Con la expedición de la Ley 1448 de 2011, conocida como la Ley de Víctimas y Restitución
de Tierras, el Estado colombiano ha pretendido reparar integralmente a las víctimas que, en medio
del conflicto, sufrieron algún tipo de daño, producto de violaciones a las normas de derechos
humanos o infracciones al derecho internacional humanitario. El tema de la restitución comprende
la devolución, jurídica y material a las víctimas solicitantes, de los inmuebles que fueron
despojados o abandonados forzosamente con ocasión del conflicto. El contenido de la presente
investigación, en cuanto a su marco legal, se describe aplicando el principio de jerarquía normativa
basado en la estructura piramidal de Kelsen7. Bajo este esquema jerárquico, la Constitución

7

Sistema usado para representar el orden jerárquico de las normas jurídicas.
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Política de Colombia (1991) se encuentra en supremacía, por cuanto establece los derechos y las
libertades fundamentales, principalmente en los siguientes artículos:
 Artículo 2: aborda la participación de todas y todos los ciudadanos en las decisiones que
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación.
 Artículo 3: habla sobre la soberanía que reside exclusivamente en el pueblo.
 Artículo 4: otorga prevalencia de la Constitución sobre otras normas.
 Artículo 13: habla sobre la igualdad y la libertad de todas las personas ante la ley y del
deber del Estado en otorgar especial protección a las personas que se encuentren en
circunstancias desfavorables.
 Artículo 22: que dice “la paz es un derecho y un deber de obligatorio cumplimiento”.
 Artículo 24: habla del derecho a la libre circulación y la residencia en el territorio nacional.
 Artículo 29: trata sobre la garantía del debido proceso.
 Artículo 51: menciona el tema de la vivienda digna.
 Artículo 58: hace alusión a la propiedad privada.
 Artículo 64: menciona el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los trabajadores
agrarios.
 Artículo 83: sobre la presunción de la buena fe.
 Artículo 93: reconocimiento de los tratados internacionales de derechos humanos
ratificados por el Estado.
 Artículo 95: consagra entre los deberes de la persona y del ciudadano, participar en la vida
política, cívica y comunitaria y “propender al logro y mantenimiento de la paz”.
 Artículo 150: función del Congreso en la elaboración de las leyes.
Además de ese marco constitucional y continuando con la estructura de Kelsen, se han
tomado como principios fundamentales algunas normas de carácter internacional acogidas y
ratificadas por Colombia. Especialmente se encuentran los Principios sobre la Restitución de las
Viviendas y el Patrimonio de los Refugiados y las Personas Desplazadas, más conocidos como los
Principios Pinheiro. Estos principios, aunque no se refieren a la buena fe exenta de culpa, que sí
es utilizada y está definida en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, consideran que es
esencial que se respeten los derechos de arrendatarios cuando estos son vulnerables o víctimas de
un conflicto y se utilizan como elemento referente para las personas refugiadas y desplazadas en
el tema de la restitución de viviendas y patrimonio (ACNUR, 2007). Junto a estos principios, se
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encuentra el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos como parte del bloque de
constitucionalidad que concretan el alcance de los tratados sobre los derechos humanos (DH) y
sobre el derecho internacional humanitario (DIH) respecto a la población desplazada de Colombia.
Se ha considerado además, todo un acopio normativo referente al tema de restitución de
tierras, que incluye sentencias de la Corte Constitucional, leyes y actos legislativos expedidos por
el Congreso de la República, decretos de la Presidencia de la República, Códigos, documentos
Conpes etc. Este material normativo es presentado más detalladamente en el Anexo A.
En cuanto al tema de los SO en particular, se han venido desarrollando por parte de las
autoridades, acuerdos que permiten su atención.

2.1. Acción del Estado para atender el problema de los SO.
A raíz de la problemática social, económica y política que han generado el despojo y el
abandono forzado en Colombia, el Gobierno Nacional asumió la responsabilidad de restituir las
tierras a las personas que fueron injustamente despojadas. En esa compleja dinámica de restitución,
las autoridades no consideraron la existencia de los SO, dejando un vacío institucional para su
reconocimiento y atención. Por lo anterior, se han venido desarrollando por parte de las autoridades
correspondientes, a lo largo de los cinco años que lleva en vigencia la Ley 1448 de 2011,
mecanismos que reconocen los derechos de reubicación y de otras medidas complementarias para
los SO víctimas también del conflicto armado. Para ello, se han constituido varias mesas técnicas
de trabajo interinstitucional, en las cuales se han pactado acuerdos que establecen un marco
jurídico para la atención a los SO. Con base en esos acuerdos, los jueces deben establecer si
procede otorgar algún tipo de compensación ante la restitución de un bien.
Esos acuerdos han venido evolucionando conforme a las nuevas disposiciones del ejecutivo
y de la Corte Constitucional, siempre en cabeza de la URT, pero no han tenido la misma relevancia
de haber sido elevados a ley de la república, lo cual les ha conferido un carácter de subjetividad en
la interpretación y aplicación por parte de los jueces.

Acuerdo 018 de 2014.
Por el cual se adopta y se definen los lineamientos para la ejecución del Programa de
Medidas de Atención a los Segundos Ocupantes en la Acción de Restitución. Fue el primer acuerdo
institucional para abordar el tema de los SO, como un esfuerzo que realizaron las entidades
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vinculadas al tema para prestar atención a los SO, pero se derogó en el año 2015 y se le dio
operatividad al Acuerdo 021 de 2015.

Acuerdo 021 de 2015.
El 25 de marzo de 2015 la URT (2015), expidió un acuerdo que deroga al anterior y
establece el reglamento para cumplir las providencias que ordenan la atención de las personas que
a pesar de no haber participado en hechos que dieron lugar a despojos o abandonos forzados de
los predios solicitados en restitución, no se les reconoció la buena fe exenta de culpa en las
sentencias judiciales y que, por disposición de las mismas sentencias, tuvieron que perder su
relación con esos predios de los cuales dependía su sostenimiento económico. Este acuerdo
determina también, que la URT es la entidad encargada de la ejecución de las medidas de atención
decretadas en las sentencias.
El procedimiento establece que la URT debe realizar una caracterización jurídica y
socioeconómica de acuerdo con los parámetros dispuestos por el Departamento Administrativo de
Planeación Nacional para determinar el nivel de pobreza, en cada caso. Esa caracterización debe
ser remitida a la Defensoría del Pueblo (DP), quien asume la representación judicial a través de
sus defensores públicos. A partir de la defensa técnica, los informes de caracterización jurídica y
socioeconómica de la URT y demás pruebas que los despachos consideren decretar, se
determinarán las medidas de atención correspondientes dispuestas en la ley, por parte de los jueces
y tribunales de restitución. Las medidas de atención dispuestas serán aplicadas una sola vez por
núcleo familiar para quienes tengan relación de propiedad, posesión y ocupación con el predio
objeto de la restitución.
Dentro de este conjunto de medidas se encuentran el acceso a tierras y/o proyectos
productivos y la gestión para el ingreso a los programas de vivienda y/o formalización de la
propiedad (art. 5). Los Proyectos Productivos no deben superar los 40 smlmv8, son considerados
como esfuerzos planificados, temporales y únicos, con el propósito de crear productos o servicios
de índole agrícola, eco turístico, pesquero, acuícola, que agregan valor o benefician a los SO en

8

Salarios mínimos legales mensuales vigentes.
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predios que han sido entregados por la URT o los que sean de su propiedad. Para su
implementación se deben aplicar los criterios establecidos en la Guía Operativa “Implementación
Programa Proyectos productivos para Segundos Ocupantes”. Su entrega se condiciona a la firma
de una carta de compromiso sobre uso lícito de los recursos entregados (URT, 2015).
Dentro de otras medidas de atención se pueden mencionar la postulación al programa de
Vivienda de Interés Social rural, dando prioridad a los hogares que se encuentran por debajo del
puntaje SISBEN si estos habitan permanentemente en el predio restituido y una permanente
Asistencia Técnica que no puede superar los 15 smlmv.

Acuerdo 029 de 2016.
Con la expedición del Decreto 440 de 2016 por parte del Gobierno Nacional se le otorgó a
la URT una herramienta jurídica para priorizar la atención de los SO del país. Por ello, el Consejo
Directivo de la URT, en el mes de abril de 2016, expidió el Acuerdo 29 que deroga al Acuerdo
021 de 2015 y adopta un nuevo reglamento para la atención de los SO. En este acuerdo se
establecen cuatro líneas de atención al SO, teniendo en cuenta la condición socioeconómica de
cada SO y su nivel de dependencia de los predios entregados en restitución. Estas líneas son:
 Una unidad agrícola familiar (UAF) calculada a nivel predial.
 Apoyo en proyecto productivo y asistencia técnica.
 Postulación de subsidio de vivienda ante el Banco Agrario.
 Formalización de la propiedad, en los casos en que el magistrado lo considere viable, sin
que se supere el valor de la UAF predial.
Con este acuerdo la URT pretendió priorizar la atención a los SO en todo el país, realizando
permanentes visitas a cada una de las regiones y escuchando a las personas involucradas para
analizar cada caso en particular y estableciendo así los respectivos compromisos. La
responsabilidad de la URT es hacer respetar los derechos de las personas que en las sentencias de
restitución han sido reconocidas como SO. Asimismo, garantizarles prioridad en las solicitudes
para el subsidio de vivienda, entrega de predios equivalentes en buenas condiciones y con la debida
oportunidad y asistiendo técnicamente en los proyectos productivos; lo anterior, mediante una
estrategia de acompañamiento permanente por parte de un grupo de profesionales que soporten
cada caso.
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Acuerdo 033 de 2016.
Actualmente el Acuerdo 033 de 2016 es el que rige el tema del procedimiento y aplicación
de medidas de atención a SO. Deroga el acuerdo 029, debido a la necesidad de armonizar los
efectos de lo dispuesto en las posteriores Sentencias C-330, T-315, T367 y el auto de seguimiento
373 de 2016. En este sentido y de manera general, se atribuye únicamente a los jueces la decisión
de aplicar medidas de atención diferentes a las de compensación y dependerá de la caracterización
que efectúe la URT a cada caso en particular. De igual manera, la URT solamente podrá actuar y
adoptar medidas de atención, bajo una orden judicial. Por otro lado, en el mencionado auto de
seguimiento, se estableció que no es necesario que los ocupantes secundarios acrediten la buena
fe exenta de culpa para poder acceder a las medidas de atención y asistencia y que los jueces deben
determinar la proporcionalidad de esas medidas conforme a las necesidades de cada caso (URT,
2016).

2.2. Medidas de atención para SO vigentes.
La reacción del Estado Colombiano para atender a las personas que han sido afectadas por
la acción de restitución que les obligó a entregar los predios que adquirieron de una manera
apropiada y correcta, ha sido el desarrollo e implementación de los acuerdos institucionales
mencionados anteriormente, en los cuales se han dispuesto algunas medidas de atención y/o de
reparación generales, para subsanar de manera equitativa a los afectados, entre ellas están:
 Entrega de un predio equivalente
 Inclusión en los programas de proyectos productivos
 Priorización para acceso a programas de Subsidio de Vivienda
 Entrega de dinero
 Formalización de la propiedad
 Alivio de pasivos, asumidas por la URT y con cargo al Fondo de Restitución de Tierras9.

9

Instrumento financiero creado por la Ley 1448 de 2011 cuyo objetivo principal es el pago de las compensaciones
correspondientes en la acción de restitución.
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Además de las anteriores medidas de atención, los SO son vinculados a programas de
restablecimiento socioeconómico y asistencia médica y psicológica, que amortigüen el impacto
del cambio suscitado por las sentencias judiciales que les exigen la entrega de sus predios.
Para determinar de manera técnica la equivalencia de los bienes, se toma como guía de
referencia la Resolución 108 de 201610. En cuanto a los avalúos que se deban practicar para dar
cumplimiento a las medidas establecidas en las sentencias, serán practicados de acuerdo con lo
establecido en la Resolución 953 de 201311. Con ellas se busca lograr la materialización de las
órdenes judiciales proferidas a favor de los SO.
Los criterios para identificar a los SO y determinar la medida de atención correspondiente
se resumen a continuación:
Tabla 2.
Medidas de atención de acuerdo con la identificación de los Segundos Ocupantes
Situación del SO frente al
predio restituido

Medida de atención

Medidas adicionales
Implementación de un proyecto

SO que no tienen la calidad
de propietarios, poseedores u
ocupantes de tierras
diferentes al predio restituido
y que habiten o deriven sus
medios de subsistencia del
predio restituido

10

Entrega de un inmueble productivo por un valor establecido
equivalente al

en la Guía Operativa y que no supere

restituido, pero en

40 SMLMV. Además, si el SO habita

ningún caso con una

de forma permanente en el predio

extensión superior a una objeto de restitución, la URT,
Unidad Agrícola

realizará las gestiones para su

Familiar (UAF)

priorización al programa de Vivienda

calculada a nivel predial de Interés Social Rural

Guía Procedimental y de Parámetros Técnicos para la determinación de Bienes Equivalentes y cálculo de la
Unidad Agrícola Familiar Predial
11
Manual Técnico Operativo del Fondo
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SO poseedores u ocupantes

Formalización de la propiedad con

de otro predio distinto al

Implementación de un

solicitado en restitución

proyecto productivo por restituido. Si se constata que no

dentro del territorio nacional, un valor establecido en

relación del predio distinto al

procede efectuar la formalización del

que habiten o deriven del

la Guía Operativa y que predio en favor del poseedor u

predio restituido sus medios

no supere 40 SMLMV.

de subsistencia

ocupante, este será considerado como
un ocupante secundario sin tierra.

SO propietarios de un predio

Implementación de un

rural en el territorio nacional

proyecto productivo por

y que habiten o deriven del

un valor establecido en

predio restituido sus medios

la Guía Operativa y que

de subsistencia

no supere 40 SMLMV.

Nota. Fuente: URT (2016). Elaboración propia

Los predios entregados en equivalencia, que sustituyen a los que son objeto de restitución,
deben conservar la igualdad en el valor estimado. Ese valor puede ser medioambiental o
económico. El valor medioambiental se relaciona con los atributos de sus componentes naturales
y productivos. El valor económico es respecto al precio reportado por los avalúos comerciales de
los predios objeto de restitución. Esta equivalencia puede darse entre bienes rurales y urbanos y su
límite no puede superar el rango de una Unidad Agrícola Familiar (UAF)12.
Respecto a las sentencias de Magistrados y Jueces de la República que han determinado la
presencia de SO en el departamento de Norte de Santander y las medidas de atención
correspondientes, se desarrolla en el siguiente capítulo.

La Ley 160 de 1994 define la UAF como “la empresa básica de producción agrícola, pecuaria, acuícola o forestal
cuya extensión, conforme a las condiciones agroecológicas de la zona y con tecnología adecuada, permite a la
familia remunerar su trabajo y disponer de un excedente capitalizable que coadyuve a la formación de su
patrimonio.”
12
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Capítulo 2. Metodología

En este capítulo se describen los aspectos metodológicos que se tuvieron en cuenta para
desarrollar los objetivos específicos de la presente investigación. En la primera parte se describe
el tipo de metodología, después el método, a través de un estudio de caso y por último, las técnicas
de investigación utilizadas.

1. Metodología cualitativa
La metodología que se implementó es de tipo cualitativa, cuya meta, según Hernández,
Fernández y Baptista (2010) es: “describir, comprender e interpretar los fenómenos, a través de
las percepciones y signiﬁcados producidos por las experiencias de los participantes” (p. 11). De
acuerdo al contexto social, los participantes interactúan y comparten sus vivencias sobre la realidad
que los afecta. De este modo, aplicando una lógica inductiva para el análisis de los datos
recopilados en las sentencias y con el apoyo de los conceptos teóricos, se logró identificar los
factores que influyeron sobre la problemática socioeconómica de los SO.
Esta metodología se apoyó en la investigación social, que en términos de Ragin (2007), se
realiza para interpretar fenómenos que tienen relevancia histórica. Esta metodología se enmarca
en el proceso de justicia y paz que se adelanta en nuestro país desde hace ya varios años. La
investigación social busca referir la historia de un tipo de población específica. En este caso, se
trata de una comunidad que se ve afectada en su bienestar socioeconómico por la aplicación de
una determinada PP. Esa política, que fue diseñada para favorecer a unos, no tuvo en cuenta todo
el entorno social y su contexto, lo que propició desatención en otros. Por tal motivo, surgen grupos
marginados a los que la sociedad a veces ignora.
Para Ragin (2007), este tipo de investigación le da voz a esa minoría relegada:

En la investigación que busca dar voz, las teorías sociales pueden ayudar al
investigador a identificar los grupos sin voz y pueden ayudarle a explicar por qué
estos grupos carecen de ella, pero la teoría no se considera una fuente de hipótesis
que deban ser comprobadas. Cuando el fin de un proyecto es darles voz a los sujetos
de la investigación, es importante para el investigador intentar ver su mundo a través
de sus ojos, comprender sus mundos sociales de la misma manera que ellos lo hacen.
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Por lo tanto, los investigadores pueden tener que desconfiar o "desaprender" gran
parte de lo que saben, con el propósito de construir representaciones válidas de sus
sujetos de investigación, que incorporen la voz de sus sujetos (p. 90).
Dentro de los procesos de restitución donde existen opositores, en algunas ocasiones se
trata de grandes terratenientes, empresas agroindustriales, ganaderos, narcotraficantes,
paramilitares, guerrilleros, testaferros etc., que cuentan con sus propios medios para expresarse de
manera mediática. En otros casos, son campesinos, personas muy humildes que han sufrido la
violencia y padecido la pobreza. Algunas veces, también han sido desplazados, es decir, víctimas
del mismo conflicto. Lo anterior, los ha obligado al exilio de sus tierras y ha propiciado desarraigo
y conllevado a la pérdida de la unidad familiar. Para este tipo de población es que se pretende “dar
voz”, para que se hagan visibles a los ojos de la sociedad y del Estado.
Conforme a lo anterior, se eligió el estudio de caso como método de la investigación.

2. Estudio de caso
El estudio de caso fue la estrategia metodológica utilizada para el desarrollo de esta
investigación. Esta estrategia, como lo afirma Martínez (2006) “es una herramienta valiosa de
investigación, y su mayor fortaleza radica en que a través del mismo se mide y registra la conducta
de las personas involucradas en el fenómeno estudiado” (p. 167).
En este caso, se registran los cambios en las condiciones de vida de los afectados. Al tener
que entregar los predios, los SO deben desarrollar un proyecto productivo diferente, si lo tenían
y/o mudarsen del sitio de vivienda. Se miden cualitativamente, de acuerdo a las expectativas de
mejoría y/o de continuidad del nivel de bienestar.
Esta metodología, de acuerdo con Martínez (2006) tiene como propósito ser descriptiva y
exploratoria:

Respecto a su propósito, las investigaciones realizadas a través del método de estudio de
caso pueden ser: descriptivas, si lo que se pretende es identificar y describir los distintos
factores que ejercen influencia en el fenómeno estudiado, y exploratorias, si a través de las
mismas se pretende conseguir un acercamiento entre las teorías inscritas en el marco
teórico y la realidad objeto de estudio (p. 171).
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De acuerdo con lo anterior, es descriptiva pues identifica y describe esos factores que
evidencian la oportunidad y la eficacia de las medidas de atención previstas. Se considera
exploratoria, por cuanto pretende enlazar los efectos que tiene una PP sesgada y mal implementada
en una población sujeta de su aplicación, al alterar inevitablemente, aspectos económicos y
sociales que influyen en su bienestar, sus condiciones de vida y su libertad.
Este método de investigación se puede utilizar, conforme a Martínez (2006), citando a Yin
(1989), porque es apropiado para temas que se consideran nuevos. La investigación empírica que
se debe realizar se caracteriza porque:
 Examina o indaga sobre un fenómeno contemporáneo en su entorno real
 Las fronteras entre el fenómeno y su contexto no son claramente evidentes
 Se utilizan múltiples fuentes de datos
 Puede estudiarse tanto un caso único como múltiples casos.
Se trata entonces, de un estudio de caso único sobre un fenómeno actual que conduce a su
diagnóstico y a ofrecer soluciones. En este sentido, el estudio de caso se realiza en el departamento
de Norte de Santander, cuya justificación se encuentra en la descripción de los fenómenos de
abandono forzado y despojo de tierras. Para ello, se examinan los factores que han determinado
históricamente la propiedad de la tierra en nuestro país. Luego, se mencionan algunas
características de la región y su relevancia estratégica. Posteriormente, se realiza un recuento de
los hechos de violencia que originaron los abandonos forzados y despojos en el departamento. A
continuación se efectúa una breve contextualización sobre las cifras registradas de restitución en
esta región. Finalmente, se identifican los SO, mediante la revisión de las sentencias de restitución
y se describen las medidas de atención correspondientes.

2.1. Tenencia de la tierra, despojo y abandono forzado.
De acuerdo con el informe de la Comisión Histórica del Conflicto y sus Víctimas (2015),
este país ha sido un territorio que históricamente ha sufrido una extrema violencia en la lucha por
el poder por parte de narcotraficantes, guerrilleros, paramilitares, terratenientes, multinacionales y
personajes alineados en la extrema derecha, en una confrontación permanente que ha afectado
principalmente, a la clase campesina, indefensa y sometida. Dicho poder ha estado ligado al
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dominio político, administrativo y militar de los territorios, con el único fin de explotarlos en busca
de beneficios económicos particulares y a costa de los más débiles y desprotegidos.
Lo anterior, se ha visto evidenciado en los conflictos generados a partir de situaciones
históricas en Colombia como: la masacre de las bananeras, los problemas de las bonanzas cafeteras
y marimberas, los cultivos de coca, las zonas de extracción minera y el afán de las grandes
multinacionales por apropiarse de las tierras para su explotación. Todo esto ha generado crisis al
interior del campesinado desde hace más de 50 años, al darse un conflicto social y armado en el
que los más ricos y poderosos pretenden alcanzar poder político y económico, pasando por encima
de los derechos fundamentales de los campesinos (Comisión Histórica del Conflicto y sus
Víctimas, 2015).
Es así como, durante las últimas décadas, miles de campesinos han perdido su derecho de
usufructuar las tierras, debido a las circunstancias causadas por el conflicto armado interno y los
hechos de violencia generalizada, los cuales han determinado el impacto directo del
desplazamiento forzado en la mayoría de las zonas rurales del país.
González (2013) presenta el debate sobre la verdad de la propiedad de la tierra. En su
escrito, dimensiona el impacto que ha tenido la violencia sobre la tenencia de la tierra y la
configuración de los territorios. Afirma que según cálculos de entidades estatales “el abandono
forzado de tierras registrado entre 1994 y 2012, no es inferior a 400.000 predios, 500.000 familias,
ni a 10 millones de hectáreas” (p. 4). Asimismo, expone una idea sobre la percepción de que ha
sido el Estado el mayor victimario de despojo. En el mismo escrito manifiesta que, esta idea se
sustenta en investigaciones de la Superintendencia de Notariado y Registro, en las que se
demuestra que actores irregulares, han registrado cerca de 2 millones de hectáreas provenientes de
baldíos, parques naturales o zonas de reserva forestal, ubicadas en importantes regiones del país,
entre ellas la del Catatumbo.
Dado lo anterior, la Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras se constituyó precisamente
en un mecanismo para restituir y formalizar la tierra legalmente a las víctimas de despojo y
abandono forzoso, con ocasión del conflicto armado interno:

Se entiende por despojo la acción por medio de la cual, aprovechándose de la situación de
violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su propiedad, posesión u ocupación,
ya sea de hecho, mediante negocio jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la
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comisión de delitos asociados a la situación de violencia. Se entiende por abandono forzado
de tierras la situación temporal o permanente a la que se ve abocada una persona forzada a
desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la administración, explotación y
contacto directo con los predios que debió desatender en su desplazamiento durante el
periodo establecido en el artículo 7513 (Ley 1448, 2011, art. 74).

El abandono de tierras debido al desplazamiento forzado es una forma particular en la cual
una persona o familia mediante una acción violenta, ha sido obligada a dejar su tierra, con lo cual
pierde su dominio, control y disfrute. El despojo va más allá y compromete la propiedad, posesión
o tenencia sobre el predio o los bienes. El abandono forzado elimina la libre disposición, el acceso
y el usufructo de manera transitoria o definitiva y puede considerarse la antesala del despojo por
usurpación y la titularidad del derecho al predio (González, 2013).
El departamento de Norte de Santander, como la mayoría del territorio colombiano, ha
sufrido una persistente situación de conflicto en la que se ha presentado con bastante rigor,
fenómenos de abandono forzado y despojo. Esa situación ha sido originada, por la ambición del
poder político y económico que otorga la acumulación de tierras y más aún, con características tan
especiales como las de esta región del país.

2.2. Características de la región del departamento de Norte de Santander.
El departamento de Norte de Santander se encuentra localizado al nororiente de Colombia,
tiene una extensión de 21.658 Km2, se divide en 40 municipios y su capital es la ciudad de San
José de Cúcuta. Cuenta con una población total estimada para el año 2016 por el DANE (2017) de
1.367.708 habitantes, de los cuales el 78,2% viven en cabeceras municipales y el 21,8% en áreas
rurales. Limita al norte y al oriente con Venezuela, al sur con los departamentos de Boyacá y
Santander y al occidente con Santander y Cesar. El departamento cuenta con una variada geografía,
encontrando relieve montañoso en la Cordillera Oriental, donde se forma el nudo de Santurban,
del que salen dos grandes ramales: uno hacia el norte para formar la Serranía de los Motilones y

13

El art. 75 de la Ley 1448 de 2011 habla del periodo comprendido a partir del 1 de enero de 1991 y el término de
vigencia de la ley
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otro hacia la República de Venezuela. La parte plana cubre la zona norte del departamento y
corresponde al valle del río Catatumbo, donde los suelos son aptos para la agricultura.
Para el año 2014, el crecimiento del PIB fue de 4,7% respecto al 2013 y representó una
participación de 1,7% del PIB Nacional. En ese año, el mayor dinamismo por grandes ramas de
actividad económica se ubicó en el sector de la construcción con un 7,0%. En un segundo lugar se
encontró el sector de los establecimientos financieros, seguros, actividades inmobiliarias y
servicios a las empresas con el 4,5%. En tercer lugar, las actividades de servicios sociales,
comunales y personales con el 3,8% y, en cuarto lugar, la explotación de minas y canteras con el
3,7% (Banco de la República, 2016).
De manera general, la economía del departamento se soporta en el sector terciario o de
servicios, principalmente bancarios, comerciales, turísticos y de transporte. La agricultura es la
segunda fuente de ingresos. Los cultivos más representativos son de algodón, arroz, cacao, café,
caña de azúcar, fríjol, papa, palma africana, sorgo, tabaco y trigo. La ganadería vacuna y caprina
también es una fuente de ingresos, aunque su desarrollo es menor. El desarrollo de la industria ha
sido bajo, se fundamenta en la producción de alimentos y bebidas, productos químicos, cemento y
calzado. La minería se concentra en la explotación petrolera en la región del Catatumbo y en el
valle del río Zulia y en la explotación del carbón que se encuentra al borde de la cordillera. Se
destaca también la producción de oro, mármol y caliza (Banco de la República, 2016).
El departamento de Norte de Santander se divide en seis subregiones y en cada una de
ellas se destacan las siguientes actividades:

Tabla 3.
Subregiones del departamento de Norte de Santander
Subregión

Metropolitana

Municipios

Características

Cúcuta, El Zulia,

Su clima es mayormente cálido, su topografía plana,

Los Patios, Puerto

posee un importante potencial hídrico, sus suelos son

Santander, San

adecuados para la agricultura comercial. Principales

Cayetano y Villa del

industrias: arcilla para cerámica, calzado,

Rosario

confecciones, ladrillo, marroquinería, teja y tubos.
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Norte

Bucarasica, El Tarra,
Sardinata y Tibú
Arboledas, Cucutilla,
Gramalote, Lourdes,

Centro

Salazar de las
Palmas, Santiago y
Villa Caro

Occidente

Suroccidente

Suroriente

Posee gran potencial minero: petróleo, minas de
carbón y fosfóricas. Explotación de cultivos
comerciales.
Presenta una economía de subsistencia. La mayor
parte de su territorio se encuentra ubicado en climas
medio y frío que son aptos para cultivos de café, caña
panelera, maíz, frijol y cítricos.

Ábrego, Cáchira,

Esta región es de vocación agroindustrial y ganadera,

Convención, El

cubre cerca del 35% del territorio del departamento.

Carmén, Hacarí, La

Su economía está basada en la agricultura, sus

Esperanza, La Playa

principales productos son la cebolla, cacao, café,

de Belén, Ocaña,

frijol, piña, caña panelera, plátano etc. También

San Calixto y

productos de agricultura comercial como la palma

Teorama

africana en sus tierras bajas.

Cácota, Chitagá,

La economía es de subsistencia basada en la

Mutiscua, Pamplona, agricultura cuyos principales productos son: la papa,
Pamplonita y Santo

hortalizas, frijol, mora, maíz, curuba, caña, cítricos,

Domingo de Silos

tomate de árbol etc.

Bochalema,

Esta región presenta una creciente dinámica. Se

Chinácota, Durania,

presentan bastantes situaciones conflictivas entre

Herrán, Labateca,

colonos e indígenas tunebos en la región del Sarare.

Ragonvalia y Toledo

Por ser una subregión fronteriza es bastante comercial.

Nota. Fuente: Gobernación de Norte de Santander. Elaboración Propia
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Además de las subregiones descritas anteriormente, se destaca, de manera especial, la
Región del Catatumbo, integrada por los municipios de Ábrego, Convención, El Carmen, El Tarra,
Hacarí, La Playa de Belén, Ocaña, San Calixto, Sardinata, Teorama y Tibú. Esta región se ha
caracterizado por sus problemas sociales y de orden público.

Figura 2. Mapa Sub-regiones Norte de Santander.
Nota. Fuente: cucutanuestra.com, s.f.

2.3. Relevancia estratégica de la región.
El departamento de Norte de Santander, históricamente se ha destacado por su importancia
estratégica para el país. La frontera que comparten Colombia y Venezuela en Norte de Santander
es de 421 kms. de los 2.219 kms. totales de zona fronteriza. La seguridad, el intercambio comercial
y la movilidad de sus ciudadanos han mantenido unos fuertes nexos históricos y culturales. En esta
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zona se mueven múltiples negocios, tanto legales como ilegales. Dentro de los negocios ilegales
se destacan principalmente, el tráfico de drogas, el contrabando de combustibles, alimentos, hierro
y de flora y fauna. Su cercanía al golfo de Venezuela y la salida de éste hacia el mar Caribe, es
propicia para el desarrollo de dichas actividades ilícitas.
Por otra parte, este territorio se ha utilizado por parte de los grupos armados irregulares
como corredor de movilidad, entre los llanos orientales y la costa Atlántica, situación que se facilita
por la ubicación del departamento sobre el piedemonte y la Cordillera Oriental. Se destacan la
Serranía de los Motilones y el Sarare como zonas de retaguardia de la insurgencia y demás grupos
irregulares.
Otro factor interesante que se debe resaltar es la travesía de sur a norte del departamento
del Oleoducto Caño Limón-Coveñas, el cual, ha sido sometido por múltiples ataques terroristas
como método de presión por parte de los grupos guerrilleros.
El interés del narcotráfico y de los grupos armados irregulares propició una compra masiva
de tierras y/o abandono de las mismas, lo que ha gestado su expansión territorial. Esas actividades
han sido amparadas por grupos paramilitares y guerrilleros que, ejerciendo presión sobre los
dueños locales, a través de actos de violencia, generaron ventas obligadas, desplazamientos y
abandonos.
En su trabajo, Zambrano, Manzano, Corzo, & Gelves (2016), concluyeron que:

Los actores armados atacan a la población civil para alcanzar objetivos de guerra y de esta
manera poder obtener ingresos para sus acciones militares (…) En Norte de Santander, los
factores de exclusión, medidos por el IPM, es la variable de mayor impacto sobre el
desplazamiento; asimismo, los incentivos económicos generados por la presencia de
cultivos ilícitos y los ataques terroristas en los territorios, tienen efectos significativos sobre
el desplazamiento forzoso (p. 30).
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En este estudio, a través de un modelo econométrico, se determinó que variables como la
incidencia de la pobreza, medida a través del IPM14, la presencia de cultivos ilícitos y ataques
terroristas, fueron relevantes para forzar el desplazamiento y el abandono en el departamento de
Norte de Santander durante el periodo 2008-2013, motivados por lograr el dominio territorial y así
obtener ingresos para financiar la guerra.
Además del ingreso de grupos Paramilitares que buscaban extender el dominio que tenían
sobre departamentos vecinos, ya se encontraban asentados allí desde 1970, grupos guerrilleros
como el EPL, ELN y las FARC que desde aquella década se ocupaban de la producción,
transformación y comercialización de los cultivos ilícitos, aprovechando la ausencia del Estado.
La puja por el control de este mercado ilegal se constituyó en el trasfondo de la guerra entre los
grupos insurgentes y las autodefensas.
En el documento del CODHES15 (2007) se realiza una semblanza del ingreso de los grupos
paramilitares al escenario del Norte de Santander desde la década de los 80 hasta el año 2004:

En este periodo, se profundiza el peso de la economía de la coca en la región del
Catatumbo, lo cual amplía el interés de la guerrilla de las FARC, que aumenta su presencia,
en paralelo esto se cruza con la consolidación del paramilitarismo expresado en las
denominadas Autodefensa Unidas de Colombia –AUC-, las cuales ingresan al
departamento por el sur del Cesar, por la provincia de Ocaña, con lo cual se inicia un
violento proceso de disputa en torno a las principales zonas cocaleras del Catatumbo y de
la ciudad de Cúcuta. Hasta 2004, las autodefensas tenían presencia en la herradura
conformada por los municipios de Puerto Santander, Cúcuta, El Zulia y Villa del Rosario.
Estos hechos activan el siguiente ciclo de guerra: 1. Inserción del grupo armado; 2.
Ofensiva militar contra los grupos ilegales que previamente copaban la zona y ataques
contra la población civil (aplicación del terror); 3. Configuración violenta de una

14
15

Indice de Pobreza Multidimensional
Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento
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distribución inestable del control territorial y; 4. Administración de territorios y
construcción de un proyecto político-económico de dominación regional.
El propósito más amplio que perseguía este ejercicio de disputa y control territorial por
parte de los paramilitares era el de establecer..."un corredor que divida al norte del centro
del país, uniendo el Urabá con el Catatumbo; esto se manifiesta concretamente en el
corredor Tibú - Cúcuta con el que se pretende comunicar el Catatumbo y el área
metropolitana de Cúcuta y, de ahí a la región del Sarare en la frontera con Arauca, con el
objetivo de impedir el paso de la guerrilla de este departamento hacia Norte de Santander
y de controlar la frontera con Venezuela fuente de grandes ventajas estratégicas por el
control sobre las rutas de comercialización de la coca y de otros productos de contrabando,
así como por el acceso al mercado negro de armas, municiones y explosivos" (p. 5).

En un segundo plano se ubica la depredación de los recursos naturales de la región,
mediante la actividad extractiva de minerales como el carbón y el petróleo principalmente. Esta
acción, también generó conflictos entre estos grupos armados, ya que dichas actividades
contribuían con el fortalecimiento de sus finanzas.
En medio de este contexto de disputa por la propiedad de la tierra, se encontraron los
campesinos indefensos y empobrecidos, que fueron los que finalmente se constituyeron en las
víctimas de este conflicto, puesto que se vieron expuestos a las confrontaciones armadas que
ocasionaron destrucción, amenazas, desplazamientos, desapariciones y muerte. Lo anterior generó
como consecuencia, abandono de la tierra, o en el mejor de los casos, ventas irregulares en
circunstancias poco favorables para los campesinos obligados al exilio.

2.4. Principales hechos victimizantes a partir de 1981.
En el departamento de Norte de Santander, a raíz de los recurrentes enfrentamientos que
se dieron por el dominio de la región, entre los distintos grupos armados ilegales y con la
participación de las fuerzas armadas del Estado, los campesinos que habitaban las zonas en
conflicto se vieron obligados a huir de allí, bajo amenazas de muerte o por el terror que propiciaron
las muertes selectivas y constantes masacres que se vivieron, principalmente, a partir del año 1999.
En efecto, en ese año se recrudeció la violencia en la región, debido a la expansión del
paramilitarismo, que buscaba obtener el control que tenían los grupos guerrilleros hasta entonces.
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Para ello, se creó el bloque Catatumbo que fue dirigido por alias "Camilo" y conformado por los
frentes Tibú, Bloque Móvil y Fronteras, dirigido por el afamado alias "el Iguano".
De acuerdo con el Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad
Agraria (2015), existen 151 registros de masacres en el departamento de Norte de Santander. Las
masacres fueron registradas a partir del año 1981 hasta el 2013 y produjeron un total de al menos
923 víctimas mortales.

Tabla 4.
Masacres y víctimas mortales por municipio en el departamento de Norte de Santander 19812013
No. Mínimo de Víctimas

Municipio

No. de masacres

Abrego
Arboledas
Bucarasica
Cachirá
Convención
Cúcuta
Cucutilla
El Carmen
El Tarra
El Zulia
Hacari
La Esperanza
La Playa
Labateca
No Registra
Ocaña
Pamplonita
Ragonvalia
Salazar de las Palmas
San Calixto
Santiago
Sardinata
Teorama
Tibú
Villa del Rosario

7
1
2
4
3
37
3
7
7
6
1
4
4
2
1
7
1
1
2
2
1
2
5
37
4

37
5
10
19
17
176
17
39
51
31
4
19
22
10
18
33
4
6
8
8
6
14
24
327
18

Total General

151

923

mortales

Nota. Fuente: Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad Agraria. Elaboración propia.
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Como se puede observar en la tabla 4, los municipios con mayor número de masacres
registradas fueron Cúcuta y Tibú con 37 masacres cada uno. Sin embargo, las víctimas mortales
en el municipio de Tibú representaron el 35,4% del total de muertes en el departamento, cerca del
doble de las muertes registradas en Cúcuta. A pesar de que Cúcuta representaba en 2013 el 47,8%
de la población del departamento y Tibú solamente el 2,7%. La diferencia en la proporción de
víctimas mortales se puede atribuir, entre otras cosas, a la extensión del municipio de Tibú donde
se concentra el mayor número de cultivos de coca y a la intensa actividad minera de la región, lo
que atrajo el dominio territorial de los grupos ilegales.

Tabla 5.
Masacres y víctimas mortales por responsable en el departamento de Norte de Santander. 19812013
No. Mínimo

% de

de víctimas

víctimas

mortales

mortales

1

4

0,43%

Autor no identificado

32

167

18,09%

Ejército Nacional

7

34

3,68%

Ejército Nacional / Policía Nacional

1

4

0,43%

Grupo guerrillero

33

232

25,14%

Grupo paramilitar

74

465

50,38%

Grupo paramilitar / Ejército Nacional

1

5

0,54%

Milicias, escuadrones de la muerte, sicarios

1

5

0,54%

Policía Nacional

1

7

0,76%

151

923

100,00%

Autores

Agente extranjero-Guardia Nacional
Venezolana

Total

No. de
masacres

Nota. Fuente: Observatorio de Restitución y Regulación de Derechos de Propiedad Agraria. Elaboración propia.

Sobre la responsabilidad de las masacres, se observa que más de la mitad de las muertes
son atribuidas a grupos paramilitares y una cuarta parte a grupos guerrilleros, mientras que al 18%
de las víctimas mortales se le desconoce su autoría. Las fuerzas armadas del Estado son
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responsables en algo más del 5% de estas muertes. Al verse inmiscuida la fuerza pública en la
perpetración de masacres, se evidencia el alto grado de desprotección en la cual se encontraban los
habitantes de esta región.
Del anterior contexto de violencia en esta región, se hacen evidentes las circunstancias de
abandono forzado y de despojo de tierras, propiciados por los diferentes grupos armados que,
finalmente, condujeron a esta dinámica actual de reclamación de tierras por parte de las víctimas
y de oposición por parte de los ocupantes secundarios de esos predios abandonados.

2.5. Cifras de restitución.
Según la Red Nacional de Información (2017)16, en Norte de Santander se han registrado
199.936 víctimas, de las cuales 196.585 corresponden a Víctimas que manifestaron en su
declaración, ser victimizadas por hechos en el marco del conflicto armado en Colombia. A nivel
nacional la cifra es de 8.504.127 y 8.186.896 respectivamente. Lo anterior significa que en el
departamento de Norte de Santander se concentra el 2,4% de las víctimas del conflicto armado
registradas en el país (Anexo G).
En cuanto al tema de restitución de tierras en el departamento de Norte de Santander, según
el Registro de Tierras Despojadas y Abandonadas Forzosamente de la URT (Anexo H)17, para el
periodo comprendido entre el año 2011 y el 1 de agosto de 2017, se han registrado 4.394 solicitudes
de restitución, realizadas por 2.782 personas sobre 3.978 predios. Estas cifras ponen en evidencia
la magnitud de la problemática de los derechos de propiedad que se han presentado en este
departamento.
A partir de las cifras mencionadas sobre víctimas y solicitudes de restitución y una vez
surtida la etapa administrativa que caracteriza todos los casos, entra en acción la etapa judicial en
la que se decide, mediante sentencias, la restitución o no de los predios, el reconocimiento de buena
fe exenta de culpa a los opositores o la presencia de SO y las medidas de atención correspondientes.

16
17

Con corte al 1 de agosto de 2017
Consultado el 24 de agosto de 2017
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2.6. Identificación de SO.
Para realizar la identificación de las personas que fueron declaradas SO dentro de los
procesos de restitución, se revisaron 92 sentencias de restitución de tierras en el departamento de
Norte de Santander. En ese proceso de revisión y conforme a la metodología mencionada, se
establecieron seis categorías de clasificación, con el fin de agrupar las sentencias que presentaron
circunstancias similares en cuanto a la decisión judicial.

Tabla 6.
Revisión de las sentencias judiciales de restitución de tierras
Decisión en la sentencia

No. de
sentencias

%

Se ordena la restitución y se reconoce buena fe exenta de culpa al opositor

24

26,1

Se ordena la restitución y se reconoce condición de SO al opositor

4

4,3

6

6,5

19

20,7

Se ordena la restitución, no se presentó oposición

15

16,3

No hay restitución, el opositor conserva sus derechos sobre el predio

24

26,1

Total

92

100

Se ordena la restitución y NO se reconocen argumentos del opositor, pero
se compensan las mejoras y otras medidas
Se ordena la restitución y NO se reconocen argumentos del opositor ni se
otorga compensación

Nota. Fuente: URT (2017). Elaboración propia.

De esta manera, se logró determinar que, de las 92 sentencias revisadas, la restitución
solicitada prosperó en cerca de las tres cuartas partes de ellas, no obstante reconocerse otras
medidas alternas a dicha restitución. Los opositores lograron probar la buena fe exenta de culpa
en un 26% de las sentencias, junto a las correspondientes compensaciones contempladas en la Ley
1448. Por otro lado, a un grupo pequeño de opositores, que representó el 6,5% de las sentencias,
se les reconoció las mejoras realizadas en los predios, aunque no la buena fe exenta de culpa ni los
demás argumentos presentados. Al 20,7% no se les reconocieron sus pretensiones y en el 16,3%
de los casos, no se presentó ningún tipo de oposición. Finalmente, en el 26% de las sentencias
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triunfó la oposición y por tanto se negó el derecho de restitución y, en consecuencia, los opositores
continuaron con el disfrute de los predios en cuestión.
Con respecto a la presencia de SO, tan solo en cuatro de las sentencias revisadas fueron
reconocidos, otorgándoseles las medidas de atención correspondientes, contempladas en los
diferentes acuerdos, conforme a la vigencia de cada sentencia.
Tabla 7.
Identificación de los SO
Monto de la
compensación al
opositor

Plazo

06/03/2017

Ángel María
Velásquez y
Maida Alid
Peinado

Entrega de un
inmueble equivalente
al restituido de
acuerdo con el avalúo
comercial efectuado

3 días para la
restitución del
predio, pero no
estipula el plazo
para la entrega
del inmueble
equivalente al
restituido

Cúcuta

09/06/2016.
Modificada
por auto del
23/02/2017

Jacqueline Rojas
Contreras

Compensación
equivalente por un
valor de $22'417.960

No lo estipula

Cúcuta

Jaime Carreño
Serna

Invadió el terreno por
5 años y no presentó
oposición. Ordena
cumplimiento al
acuerdo 029. Acceso a
tierras y/o proyectos
productivos y
priorización a acceso a
programas de subsidio
de vivienda

10 días para la
restitución

Ocaña

Mariana
Rodríguez
Rangel y su
grupo familiar

Continuar ejerciendo
la propiedad en el
predio objeto de
restitución

Fecha
sentencia

30/09/2016

17/06/2016

SO
Reconocido

Nota. Fuente: URT. Elaboración propia.

Municipio

Cúcuta
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Como se puede observar en la tabla No. 7, fue a partir del año 2016 que se reconoció el
tipo de población de SO. Dentro de las cuatro sentencias que reconocieron la presencia de SO, se
ha podido establecer que todas ellas tuvieron como denominador común, la condición de pobreza
y de vulnerabilidad de los hogares que habitaban los predios restituidos. Igualmente, estos hogares
llevaban ya varios años viviendo en los predios solicitados, lo cual originó un fuerte arraigo social
que la justicia no pudo desconocer al proferir los fallos.

Es imposible para esta instancia, desconocer los derechos de una familia de tener una
vivienda digna, donde desarrollar su convivencia, como es el caso particular, donde se
observa un cuadro familiar de quienes se puede establecer claramente que son los actuales
propietarios de las mejoras y terreno, llevan más de 10 años viviendo en el predio, teniendo
un arraigo familiar, además se está demostrado con las declaraciones del solicitante (…),
que este grupo familiar, no tiene ni tuvo responsabilidad sobre los hechos victimizantes
sufridos por el solicitante y su grupo familiar; desconocerles su derecho a una vivienda
digna sería quebrantar y poner en riesgo la vida social y familiar de los habitantes de esta
vivienda, vulnerando derechos constitucionales e internacionales (Juzgado 1 Civil del
Circuito Especializado en Restitución de Tierras de Cúcuta, 2016, p. 31)

Asimismo, se evidenció que, de estos cuatro procesos de restitución, excepto en uno de
ellos, la relación entre opositores y solicitantes se dio de manera cordial, en la que cada una de las
partes reconocía, de alguna forma, el derecho que tenía la otra sobre el predio en cuestión. Es así
como, durante los procesos, los opositores reconocieron la condición de víctimas de los solicitantes
y las condiciones de violencia en las cuales habían tenido que marcharse y dejar atrás sus tierras,
realizando negocios que no los favorecieron en cuanto al valor monetario de los bienes. En estos
negocios de compra y venta, siempre actuó algún intermediario; es decir, la negociación jamás se
dio entre ellos directamente. Esta situación favoreció el reconocimiento de la buena fe simple, al
ser imposible para el opositor, poder estar al tanto sobre el pasado de los predios que estaban
adquiriendo. Por parte de las víctimas solicitantes, se reconoció también que, los opositores habían
comprado de buena fe y no sería justo perder el valor de sus inversiones y quedar desamparados y
sin techo, ya que al igual que ellos, también habían sido víctimas de la misma violencia.
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Dentro del análisis sobre la reducida cifra de SO reconocidos como tal en las sentencias
judiciales en el departamento de Norte de Santander, se puede afirmar que se debe, entre otras
cosas, a la poca evolución que tuvo el tema de los SO antes de que se desarrollara el primero de
los acuerdos en el año 201418 y a la subjetividad en la aplicación del concepto de la buena fe simple
por parte de los jueces y magistrados, la cual se decantó un poco más a partir de la Sentencia C330/2016.

3. Técnicas de investigación
Para la recolectar la información, Martínez (2006) citando a Yin (1989) menciona que, para
darle validez a la investigación, es recomendable utilizar diferentes fuentes de datos. Al utilizar
varias fuentes de información, se puede establecer si existe convergencia hacia el fenómeno
estudiado y determinar alguna relación entre ellas, con lo cual se aplicaría el principio de
triangulación.
Para la presente investigación y con el fin de aplicar el principio de la triangulación, se
utilizaron algunas técnicas de investigación como la revisión permanente de sentencias y
documentos, observaciones y entrevistas. Estas técnicas mantuvieron al investigador actualizado
sobre un tema tan dinámico y lo condujeron hacía el reconocimiento del contexto de la región
analizada. Igualmente, permitieron la identifiación de los SO en el departamento y la obtención de
la percepción, que sobre este tema, tienen algunos de los diferentes actores involucrados.

3.1. Revisión documental.
La revisión documental, según Hernández et al. (2010), consiste en la inspección de
documentos, materiales y artefactos como fuente de datos cualitativos que facilitan una mayor
comprensión del fenómeno estudiado.
Esta técnica de revisión documental partió de la revisión de las sentencias proferidas por
juzgados y tribunales del departamento de Norte de Santander, por ser en ellas donde se identifican
los SO y las medidas de atención otorgadas en cada caso. Para esa revisión, se procedió a descargar

18

En el anexo B se puede observar que tan solo a partir del año 2016 se reconocieron SO.
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de la página Web19 cada una de las 92 sentencias presentadas en formato PDF. A continuación, se
diseñó una matriz en la que, se tabuló la información de cada una y se establecieron seis categorías
de acuerdo con el reconocimiento otorgado por los jueces. La información que se extrajo de las
sentencias condujo a determinar en cuáles de ellas: a. se reconoció buena fe exenta de culpa, b. se
reconocieron SO, c. hubo compensación de mejoras, d. no hubo compensación, e. no se presentó
oposición y f. no prosperó la restitución (Anexo B).
Por otro lado, se utilizó como fuentes secundarias las opiniones de investigadores y
ONGs20 que se han preocupado por este tema y han contribuido para solucionar la problemática
de los SO. Esos aportes han sido plasmados a través de diversos documentos como: informes,
estudios, artículos periodísticos etc. Asimismo, se revisaron leyes, decretos, acuerdos y demás
publicaciones producidas por entidades públicas vinculadas al tema de la restitución de tierras. De
la inspección y el análisis de cada uno de esos documentos, se ha pudo observar la evolución y el
interés que ha suscitado el tema de los SO, sobre todo a partir del año 2014, cuando la mayoría de
los procesos se encontraban en la etapa administrativa.

3.2. La observación.
Teniendo en cuenta el concepto de observación cualitativa de Hernández et al. (2010), “No
es mera contemplación (…); implica adentrarnos en profundidad en situaciones sociales y
mantener un papel activo, así como una reﬂexión permanente. Estar atento a los detalles, sucesos,
eventos e interacciones” (p. 411). La observación permite comprender una realidad en todo su
contexto, para lo cual, el observador debe adentrarse y vincularse con el tema y la población sujeta
de estudio durante algún tiempo. En ese orden de ideas, la observación se ha venido realizando
durante al menos 18 meses, desde la perspectiva que le brinda al observador, su vínculo laboral
con la DP. Desde allí, al existir un interactuar permanente con diferentes actores involucrados con
este tema, tanto del personal administrativo y técnico de la DP y funcionarios de ONGs y de la

19

Estas sentencias se encuentran recopiladas y disponibles para consulta en la página web de la
URT:https://www.restituciondetierras.gov.co/sentencias-por-departamento//document_library_display/Txq8DEzjk4M2/view/503985?_110_INSTANCE_Txq8DEzjk4M2_redirect=https%3A
%2F%2Fwww.restituciondetierras.gov.co%2Fsentencias-por-departamento%3Fp_p_id%3D110_INSTANCE
20
Organizaciones no Gubernamentales.
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URT, sumado a una consulta permanente de diversas fuentes secundarias mencionadas en la
revisión documental, se elaboró un compendio de algunas notas de campo, donde se ha plasmado
la evolución y la percepción generalizada que se tiene sobre este tema (Anexo C).

3.3. La entrevista.
La entrevista, considerada como la interlocución directa entre dos personas, tiene como
propósito el obtener respuestas sobre un tema particular, en los términos, el lenguaje y la
perspectiva del entrevistado, quien verdaderamente conoce el problema, pues lo vive y lo siente
en persona. Por ello, el entrevistador debe prestar bastante atención, para extractar de la entrevista,
la mejor información para su trabajo (Hernández et al., 2010).
Las entrevistas pueden ser según (Grinnell y Unrau, 2007) citado por Hernández et al.
(2010), estructuradas, semi estructuradas, o no estructuradas. En las estructuradas, las entrevistas
están sujetas a una guía de preguntas específicas y con un orden particular. En las entrevistas semi
estructuradas, no todas las preguntas son predeterminadas, es decir, el entrevistador, no obstante
basarse en una guía predefinida, puede introducir libremente, preguntas adicionales para
profundizar sobre conceptos u obtener más información. Las entrevistas no estructuradas o abiertas
son muy flexibles, aunque tienen una guía general de contenido, el entrevistador puede manejarla
de acuerdo con las condiciones que se van presentando.
Teniendo en cuenta las condiciones particulares de violencia y exclusión que han sufrido
los SO, como sujetos directos de esta investigación, se tuvo dificultad para que se manifestaran y
aceptaran relatar sus vivencias. Lo anterior, por cuanto se ha desarrollado en ellos sentimientos de
desconfianza y susceptibilidad ante cualquier tema relacionado con hechos de violencia e
intervención del Estado que generaron su actual condición. Por esta razón, se debió utilizar el tipo
de entrevista abierta, para facilitar el diálogo y la comunicación, con un control de contenido por
parte del entrevistador. Este control, evitó desviaciones del tema en el relato espontáneo de cada
entrevistado, dada la idiosincrasia de este tipo de población.
Se realizaron en total tres entrevistas. La primera (Anexo D), se realizó a uno de los tres
Defensores Públicos de Víctimas que asesoran la defensa judicial de los opositores posibles SO,
en los procesos de restitución de tierras en el departamento de Norte de Santander. La segunda
(Anexo E), se le practicó a la funcionaria Responsable del Grupo de Representación Judicial de
Víctimas de la DP, quien coordina a nivel nacional, la atención judicial a las víctimas y en este
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caso en particular, las de restitución de tierras. La tercera entrevista, se pretendió realizar a una de
las personas identificadas como SO, una vez revisadas las 92 sentencias. Esta labor fue imposible
de llevar a cabo, por cuanto la población reconocida como SO es demasiado pequeña y estas
personas no posibilitaron el encuentro. De las 92 sentencias revisadas, tan solo se reconocieron
SO en cuatro de ellas. Sin embargo, se logró contactar a una de las personas a quienes se les
reconoció la buena fe exenta de culpa y se le determinó en la sentencia, una compensación
económica. Esta persona es hija de una beneficiaría que falleció y se encuentra en este momento
en un proceso de sucesión, por lo cual, no ha podido recibir la mencionada compensación
económica. En todo caso, es una persona cuyas características son similares a las de los SO y que,
para los fines de este estudio, representa el sentir de este tipo de población.
Las entrevistas realizadas pretendieron obtener la percepción que se tiene sobre la
aplicación de las medidas de atención ordenadas para los SO, desde el punto de vista de la
oposición. Las apreciaciones del lado del establecimiento se encuentran plasmadas en la mayoría
de los documentos oficiales referentes al tema de la restitución de tierras.

Capítulo 3. Resultados

Para presentar los resultados de la presente investigación se aplicó el principio de la
triangulación a las técnicas de investigación utilizadas. Con ello, se logró establecer algunos
factores comunes que permitieron responder a la pregunta del investigación: ¿Qué tan oportunas
y efectivas han sido las medidas de atención brindadas a los SO del departamento de Norte de
Santander en la resolución de su problemática socioeconómica, al tener que restituir sus predios
bajo el esquema de la Ley 1448 de 2011?. Lo anterior se describe en tres etapas. La primera se
refiere al interés del Estado sobre el tema y el avance institucional que se ha dado. La segunda
trata sobre la percepción generalizada de unas medidas de atención razonables y justas. Por último,
se presentan las razones por las cuales se percibe que hay bastante demora en la entrega material
de esas medidas.

1. Los SO cuentan con el interés y el apoyo institucional
El tema de la ocupación secundaria en los procesos de restitución es relativamente nuevo,
pues tan solo hace cerca de seis años que se promulgó la Ley 1448 de 2011, con la cual comenzaron
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las solicitudes de restitución por parte de las víctimas del conflicto armado y, con esas solicitudes,
también surgió la presencia de los SO. Dentro de la revisión documental realizada a los escritos
que se han producido sobre este tema, se encontró que estos, se han ocupado principalmente, tanto
de la evolución institucional para atender esta problemática, como del análisis de los diferentes
fallos judiciales que los reconocen. Los aportes de este tipo de literatura han permitido
contextualizar el tema y reflexionar acerca de la problemática referente a la situación de los SO.
En esa reflexión, se han evidenciado falencias respecto al tratamiento que debería dárseles, por
cuanto la ley aún no lo ha definido de manera específica. A esta falta de claridad se le puede atribuir
la subjetividad en la interpretación por parte de jueces y magistrados de restitución de tierras, lo
que ha ocasionado decisiones diferentes ante situaciones similares.
En efecto, en algunos de los procesos de restitución que se han adelantado, se han
ocasionado consecuencias negativas para alguna parte de la sociedad, al tener que entregar predios
que adquirieron honestamente y de los cuales se derivaba su sustento. Estas personas, denominadas
SO, presentan algunas características similares que los identifican. Los funcionarios públicos
entrevistados, afirman que los SO son personas de muy bajos ingresos y por ello, son vulnerables.
La doctora Yarala señala algunas de las características de los SO: “que sean personas vulnerables
que no tengan de donde soportar su sustento, sino del predio que están ocupando. Es decir, son
personas con un alto índice de vulnerabilidad” (N. Yarala, comunicación personal, 25 de agosto
de 2017). Por su parte, el doctor Rodríguez manifiesta que: “el factor mayormente persistente entre
los (SO) es de la vulnerabilidad por escases de recursos económicos por falta de empleo, o de un
empleo formal” (A. Rodríguez, comunicación escrita, 30 de agosto de 2017). A su vez, la URT,
en una de las intervenciones realizadas en la Sentencia C-330, establece algunos lineamientos
generales para la identificación de ese tipo de población:
“a) Son personas naturales; b) son personas que no han sido declaradas de buena fe exenta
de culpa en el fallo de restitución; c) han tenido una relación con el predio solicitado en
restitución, de la que incluso puede derivarse su sustento, y que se pierde en razón al fallo
que ordena restituírselo al solicitante. Esta relación debe ser de propiedad, posesión u
ocupación; d) estas personas no han participado de manera alguna en hechos que hayan
dado lugar al despojo y/o desplazamiento forzado; e) las medidas a su favor deben
otorgarse por una sola vez y por núcleo familiar, lo que implica que si una persona ya ha
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sido beneficiaria de este tipo de atención, no puede serlo por segunda vez; f) resulta
razonable exigir que los segundos ocupantes hayan conservado su relación con el predio
objeto de restitución hasta antes de la macro focalización de la zona donde este se encuentra
(...) (Sentencia C-330, 2016, pp. 88-89).

De las anteriores apreciaciones se pudo concluir que, los SO se caracterizan principalmente
por ser personas naturales, que presentan algún grado de vulnerabilidad y que no tuvieron
participaron alguna en los hechos de victimización. Dadas estas características y mediante la
técnica de la observación, se pudo apreciar que, desde que se fallaron las primeras sentencias de
restitución, en las que no se les reconoció la condición de SO y en consecuencia, tuvieron que
entregar sus predios, estas personas han padecido aún más los rigores de la pobreza y el abandono.
Esas circunstancias los expusieron a ser re victimizados, esta vez por parte del mismo Estado que,
por el contrario, debería protegerlos.
Ante tal escenario, se despertó la preocupación en algunas entidades como la Corte
Constitucional, la URT, la Defensoría del Pueblo, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural
y la Procuraduría General de la Nación entre otras, en aras de evitar tal situación. Para ello y
procurando dar respuestas asertivas a las necesidades que presentan los SO, estas entidades se
coordinaron y, junto a algunas ONGs, asociaciones de campesinos y demás actores involucrados,
plantearon diferentes estrategias que buscaban posibilitar fundamentalmente, el reconocimiento de
los SO en las sentencias y el acceso a las medidas de atención correspondientes. El diseño de esas
estrategias se ha dado gracias al desarrollo de diversas actividades como son, la instalación de
mesas de trabajo interinstitucionales, la elaboración de periódicos de memoria colectiva,
encuentros, foros y talleres con SO, etc. Tales actividades se han podido evidenciar a través de la
consulta permanente de los portales institucionales donde han sido publicadas (Anexo C).
Es así como, a partir del año 2014, el tema de los SO comenzó a evolucionar, definiéndose
los lineamientos para la ejecución de las medidas de atención a los SO en la Acción de Restitución.
El Acuerdo 018 de 2014 fue el primer esfuerzo institucional que abordó el tema. A continuación,
en el año 2015, con la expedición del Acuerdo 021, se incorporó a la DP en el trámite de la
restitución, caracterizando y asumiendo la defensa judicial de los SO. Posteriormente se han
expedido los acuerdos 029 y 033, ambos en el año 2016, los cuales ajustaron aquellos lineamientos,
con las recientes disposiciones de la Corte Constitucional que se tuvo que pronunciar, en el sentido
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de involucrar el concepto de la buena fe simple como alternativa que posibilita el reconocimiento
de SO en las sentencias judiciales. Los acuerdos mencionados han tenido como finalidad el
priorizar la atención a los SO y garantizar sus derechos (Lopera, 2016).
Pese al avance que se ha dado para la atención de los SO a través de los diferentes acuerdos,
desde la perspectiva que brindó la técnica de la observación, se percibe en el ambiente
institucional, que el término de “segundos ocupantes” no debería aplicarse a personas que
compraron un terreno legítimamente, al cumplir con cada uno de los requisitos que exige el Estado
Colombiano y además, que la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras no consideró a esta
población y, por el contrario, la atacó. Se trata de personas que en su mayoría son bastante pobres
y que desconocen las leyes, por lo cual su defensa es complicada, más aún cuando el Estado tardó
en asumir su representación judicial en cabeza de la Defensoría del Pueblo. En un principio, hubo
falencias en la defensa técnica, por cuanto se carecía de experiencia sobre el tema, se sobrecargaba
a los escasos defensores públicos, aunado a los profundos vacíos jurídicos de la misma ley que
propició la inequidad jurídica entre reclamantes y opositores. Ante tal situación, la DP estableció
un intenso programa de capacitación a los defensores públicos. Esa capacitación contó con la
decidida colaboración de la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional,
obteniendo una mayor calidad en la defensa técnica de los SO (USAID, 2016). A propósito de esa
defensa técnica, la doctora Yarala opinó:
(…) si no hubiese sido por el rol de los defensores públicos representando a los terceros
opositores que inicialmente eran terceros opositores, ellos no se visibilizaban, o sea, y se
tenía que probar la buena fe exenta de culpa, que era muy difícil de probar. Entonces, con
el actuar de los defensores públicos y los conceptos que dio la DP, fue muy importante
pues para que estas personas fuesen reconocidas como SO dentro de las sentencias y
también que fuesen caracterizadas como posibles SO por la URT, entonces sí ha sido muy
importante el rol que ha desempeñado la defensoría pública (…) (N. Yarala, comunicación
personal, 25 de agosto de 2017).

Esa defensa asumida por la DP, además de lograr que los SO fueran reconocidos en las
sentencias, como lo afirmó la doctora Yarala, también es gratuita, lo cual atenúa, en cierta medida,
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el padecer de esos opositores. Adicionalmente, el doctor Rodríguez se manifestó sobre el papel
determinante que ha desempeñado la DP en la atención de los SO:

A mi modo de ver la Defensoría ha tenido un papel protagónico en la aplicación de la ley
de restitución de tierras, brindando sus servicios de asesoría y representación judicial a las
personas más necesitadas, pero no se ha limitado a eso, sino que participa en todo el
andamiaje y funcionamiento de la jurisdicción pues desde su Delegada de Víctimas que se
encarga de toda la etapa judicial y la Delegada de Asuntos Agrarios y Tierras que se
encarga de la etapa posfallo, participan activamente de las mesas bilaterales y mesas de
trabajo a nivel nacional junto con la Unidad Administrativa Especial de Gestión de
Restitución de Tierras Despojadas (UAEGRTD), para identificar los problemas en la
aplicación de la ley, y buscar soluciones conjuntas los retos que se presentan al interior del
sistema de justicia transicional (A. Rodríguez, comunicación escrita, 30 de agosto de
2017).

De las anteriores afirmaciones se puede concluir que, para estos funcionarios, la DP ha
logrado obtener un importante protagonismo en el tema de los SO, pues no solo se ha limitado en
asumir la defensa técnica de estos, sino ha ido más allá en su trabajo institucional, avanzando,
junto a los demás actores involucrados, en el perfeccionamiento de los diferentes acuerdos para
que la atención de los SO se realice de la manera más adecuada. Por lo tanto, la DP se ha
constituido en una de las principales entidades del Estado en asumir la responsabilidad de atención
y búsqueda de soluciones efectivas para la problemática que presentan los SO, al no ser
considerados, en un principio, en la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras.
Otro aspecto que se debe considerar después de aplicadas las técnicas de la observación
permanente y la revisión documental sobre la situación de los SO, es que, persisten dificultades
para la revisión de aquellos casos donde no se reconocieron SO, puesto que en el tiempo en que se
dieron las sentencias, no se había avanzado en la aplicación de la ley respecto de esta población.
No obstante, la doctora Yarala sostuvo que, si no se ha dado todavía la restitución, después de
proferido el fallo, los jueces no pierden la competencia para reconsiderarlo (Comunicación
personal, 25 de agosto de 2017). Por su parte, el doctor Rodríguez aseguró que recientemente
surgieron posibilidades para aquellas personas:
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La verdad es que algunas de estas personas habían quedado totalmente desamparadas, pues
como se sabe, el proceso de restitución de tierras se resuelve en única instancia, motivo por
el cual el único recurso disponible es el recurso extraordinario de Revisión ante la Corte
Suprema de Justicia en su Sala de Casación Civil, trámite que resultaba imposible para los
afectados con la sentencia. Sin embargo recientemente, y gracias a la sentencia C-330 de
2016, los Magistrados están retomando los procesos ordenando las caracterizaciones de
estas personas y tomando medidas en favor de los SO (A. Rodríguez, comunicación escrita,
30 de agosto de 2017).

Por consiguiente, es de vital importancia para aquellos casos anteriores al desarrollo de los
acuerdos de atención a SO, que la URT, como entidad responsable, retome los procesos y los
caracterice nuevamente, para que los jueces puedan reconsiderar las decisiones tomadas y
beneficien a aquellas personas merecedoras de atención.
Igualmente, se debe destacar la posición asumida por parte de algunos funcionarios
respecto a la relación que pudiera existir entre víctimas restituidas y SO. Al respecto, según la
entrevista realizada a la señora Fontalvo, esta relación es inexistente, pues las instituciones
responsables del tema así lo estiman conveniente para evitar posibles confrontaciones:
(…) ellos en estos procedimientos, evitan que las partes tengan algún tipo de roce o
comunicación o que él me diga o que yo le diga. Si, entonces por lo menos nos tuvieron
muy aparte, a mí me atendieron a parte y cuando fue la entrega...esto... yo no entregué,
entregó mi esposo, porque pues eran seis meses y yo me puse pues muy mal, y yo le dije a
él que yo me quería ir, que le dijeran a la magistrada que yo le firmaba lo que fuera pero
que yo me quería ir porque para mí era duro ver que llegaba la señora y yo ver todo el
trabajo y el esfuerzo que había hecho mi mamá para poner eso, como quien dice, medio
vivible, y ella llegar y quedarse con eso, así nos fueran a compensar pues, digamos el
sentimiento (…) (M. Fontalvo, comunicación telefónica, 30 de agosto de 2017).

Del anterior extracto de la entrevista, se percibe el sentimiento de tristeza e impotencia que
sufren las personas al tener que entregar sus predios. Como paliativo a lo anterior, indica la señora
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Fontalvo que, ha sentido el acompañamiento permanente de parte de la DP y la URT, pues los
funcionarios dispuestos por estas entidades, son personas que entienden su drama, se encuentran
al tanto de su situación y la motivan para seguir adelante (Comunicación telefónica, 30 de agosto
de 2017). Aquí, cabe destacar la actitud comprometida de los diferentes funcionarios que tienen
bajo su responsabilidad el tema de los SO, por cuanto se ha observado que al parecer, asumen sus
actividades con ética y compromiso, procurando mitigar aquellos sentimientos negativos
ocasionados en las personas que deben restituir sus tierras.
Finalmente se identificó que, por una parte, la caracterización de posibles SO hace lento el
trámite de los fallos de restitución. Por otra, su presencia dificulta la entrega material y jurídica de
los predios. Ante tales circunstancias, surgió la necesidad de dar otro tipo de manejo a este tema.
Es decir, que sumado a la intervención que ya realizó la Corte Constitucional al acoger el concepto
de la buena fe simple para el reconocimiento de los SO; el Congreso de la República debería
legislar en tal sentido y lograr que ese reconocimiento y las medidas de atención que les
corresponde, se hagan con la fuerza de una ley de la república. A este respecto, el Doctor Rodríguez
manifestó lo siguiente:

La Ley 1448 de 2011, con sus vacíos y sus fallas, es sin duda un gran avance en la búsqueda
de la paz y una gran herramienta a la hora de reparar víctimas, antes que pensar en reformas
estructurales, deberían fortalecerla y dotar a las instituciones de herramientas y sobre todo
recursos para cumplir con el propósito final de la ley que no es otro que el de devolver
algo, a quienes por causa del conflicto lo perdieron todo (A. Rodríguez, comunicación
escrita, 30 de agosto de 2017).

Como se pudo observar, la Ley 1448 de 2011 se ha constituido como el principal
instrumento que otorga a las víctimas del conflicto armado de nuestro país, la posibilidad de
recuperar algo de lo perdido por causa de la violencia. Como la mayoría de iniciativas, presenta
dificultades que no fueron consideradas en su origen, para lo cual se requiere, de manera inmediata,
adoptar soluciones pertinentes que resuelvan toda problemática que se presente, en este caso, la de
los SO. Actualmente, existe una articulación institucional para la atención de los SO. De acuerdo
con las órdenes impartidas por las Salas Civiles Especializadas de Restitución de Tierras, esa
atención debe ser provista principalmente por entidades como la Agencia Nacional de Tierras
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(ANT) que reemplazó al INCODER, la URT, el Banco Agrario de Colombia y el Ministerio de
Agricultura y Desarrollo Rural.
A partir de la evaluación de las técnicas de investigación realizadas, se pudo concluir que
efectivamente el Estado, si se ha preocupado por brindar soluciones integrales a la situación de los
SO. Para lograrlo, a partir del año 2014, ha desarrollado, en cabeza de la URT, una serie de
acuerdos interinstitucionales, que buscaron establecer los lineamientos para la atención de los SO.
También expidió, a través del Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, los Decretos 1071 de
2015 y 440 de 2016, con los que se reglamentó de una manera más rigurosa este tema. No obstante,
permanece una sensación generalizada de que esos esfuerzos no han sido suficientes. Pues, si bien
es cierto que se ha suavizado la exigencia de la ley para determinar quiénes deben ser considerados
SO y se ha establecido cuales deben ser las medidas de atención correspondientes según el caso;
no se encontró evidencia de alguna norma que establezca los plazos y asigne responsabilidades
para materializar la entrega de las medidas otorgadas. Por tal motivo, la Corte Constitucional ha
exhortado al Gobierno Nacional y al Congreso de la República sobre la necesidad de establecer e
implementar una PP integral, comprensiva y suficiente para resolver la situación de los SO
(Sentencia C-330, 2016). Ello permitiría destinar recursos suficientes, para dotar a las instituciones
responsables, de los instrumentos que se requieren para conseguir los resultados esperados y así
poder destrabar los hechos de injusticia padecidos por esta población (Comisión de Seguimiento
y Monitoreo a la Ley 1448 de 2011, 2017).

2. Las medidas de atención otorgadas a los SO en Norte de Santander se han considerado
razonables y justas
De acuerdo con la observación, la revisión documental y las entrevistas realizadas, se logró
evidenciar que, aquellas personas que fueron declaradas como SO, así como a las que se les
reconoció la buena fe exenta de culpa, consideraron de manera general, que la Ley 1448 ha sido
justa para las víctimas, al pretender restituirle los bienes que perdieron por hechos de violencia.
Sin embargo, consideran injusto que ellos, a pesar de haber adquirido de manera honesta los
predios, se vean obligados a restituírselos a las víctimas, cuando ya establecieron allí su proyecto
de vida y deban adaptarse a las diferentes condiciones que les impone esta nueva circunstancia.
Este sentimiento de injusticia ha llevado a que se presenten algunas dificultades, tanto para la
entrega material de los predios, como para el establecimiento de nuevos vínculos sociales, formas
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de productividad y de generación de ingresos. Pese a ello, estas personas consideran que la
compensación económica, aunque haya sido un poco menor a lo que esperaban, de alguna manera
retribuye y se hace suficiente para emprender un nuevo proyecto.

Pues lo de la compensación pues en un sentido, pues si pues es una cifra considerable, y
pues es algo digamos como que, pues yo puedo volver a levantarme no. Aunque aquí las
casas y los lotes están caros, pero, entonces uno trata de buscar donde más le alumbre el
sol a uno, donde se pueda aprovechar bien el dinero y volver a comprar la casita o sea
recuperar la casita que a mi mamá le tocó entregar. Ese es el pensado…exagerado, pero ahí
vamos (M. Fontalvo, comunicación telefónica, 30 de agosto de 2017).

Se observa en este caso que, ante la posibilidad de haber podido perderlo todo, los SO
tienen la expectativa de resurgir y establecerse en otra parte, pero esta vez de manera estable, pues
ven en la medida de atención otorgada, la posibilidad de comenzar de nuevo, o al menos desde
algo. En todo caso, se hizo evidente que los SO de ninguna manera quedaban al mismo nivel que
tenían antes, pues la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras los afectó:

Siempre tienen una afectación, muy pocos tienen una medida de atención equivalente al
nivel que tenían antes. O sea, esto es como una especie de... no es una compensación, si es
una medida de atención, o sea, para no sacar a la persona a la calle y que no tenga un
sustento. Pero no siempre es el nivel que él podía tener de pronto de su predio que ocupaba
(N. Yarala, comunicación personal, 25 de agosto de 2017).

De esta manera y después de evaluar las entrevistas y algunos diálogos informales
realizados dentro de la técnica de la observación, se percibe la preocupación institucional por tratar
de mitigar la afectación de los SO al tener que restituir sus predios. Es así como, desde los mismos
fallos judiciales y las actuaciones de la URT y la ANT, se ha procurado conservar la
proporcionalidad requerida, conforme al valor estimado de los predios entregados, adelantando el
respectivo proceso de avalúo.
La anterior percepción se evidencia en el análisis de las medidas de atención ordenadas en
las cuatro sentencias que reconocieron SO en el departamento de Norte de Santander. En ese
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sentido, uno de los fallos contempló la entrega de un predio equivalente al restituido de acuerdo
con el avalúo comercial aplicado y conforme al artículo 8 del Acuerdo No. 033 de 2016. En otro
fallo se estableció una compensación equivalente por un valor de $22.417.960, correspondiente al
valor de las mejoras realizadas al predio que se le había cedido gratuitamente por parte del
municipio. En un tercer fallo, se permitió que el SO se quedara en el predio y, en consecuencia, le
dio uno diferente en equivalencia al solicitante, con lo cual no hubo afectación alguna para el SO.
Y, en el último de los fallos, el SO ni siquiera presentó oposición, sino agradeció al solicitante el
permitir disfrutar del predio durante varios años; sin embargo, la justicia al evidenciar su condición
de vulnerabilidad extrema, lo declaró como SO y aunque no le dio predio alguno, instó a las
diferentes instituciones para incluirlo en programas de vivienda, de proyectos productivos y de
subsidios etc.
Adicional a las medidas de atención observadas anteriormente, se encontró que en la
mayoría de los fallos proferidos dentro de las 92 sentencias analizadas, la justicia tuvo en cuenta
ciertos aspectos que buscaron beneficiar a las víctimas, indistintamente solicitantes u opositores,
tales como: el alivio de pasivos y de cartera de los predios y su formalización, el acompañamiento
de la fuerza pública para la entrega material de los predios, la actualización de los registros
cartográficos, la integración de las personas restituidas a la reparación integral ofrecida por el
Estado, la afiliación al sistema general de seguridad social, la inclusión en programas de educación
y la responsabilidad de la URT en asumir los gastos generados en los procesos, etc.

3. La entrega material de las medidas de atención otorgadas a los SO en Norte de
Santander no ha sido oportuna

Como se indicó anteriormente, existe una percepción general de que las medidas de
atención que se ordenaron a los SO del departamento de Norte de Santander, pretendieron resarcir
el posible daño ocasionado en la restitución. No obstante, aunque hayan parecido justas en cuanto
a la proporcionalidad económica, no han sido oportunas en cuanto a la entrega material. La demora
en la asignación de esas medidas, se puede evidenciar en las mismas sentencias que las dictaron,
por cuanto, en ninguna de las providencias analizadas se determinó un plazo específico para que,
la correspondiente entidad responsable, realizara la entrega. Sin embargo, para restituir los predios
solicitados, los términos si se encontraban plenamente establecidos y, a tal punto, de incluir
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medidas coercitivas para el desalojo. Ello indica el favorecimiento para las víctimas solicitantes
en detrimento de las expectativas de los opositores y en este caso de los SO.
A la anterior circunstancia se sumó, la disposición de los funcionarios responsables de las
distintas instituciones que, en la mayoría de las ocasiones, depende de factores externos a ellos. La
escasa oferta de bienes que tiene el Fondo de la URT para dar en equivalencia, así como la falta
de recursos que se deben destinar para el apoyo institucional que ordenan los jueces son, entre
otros, los factores que contribuyen a retrasar la entrega de las medidas de atención ordenadas,
ocasionando onerosos daños económicos a los SO cuando restituyen los predios o los proyectos
productivos. A raíz de esto, una vez entregados los predios, los SO quedan a su suerte, buscando
recursos por otros medios para el sostenimiento de sus hogares, mientras las autoridades cumplen
con lo dispuesto en las sentencias judiciales. Esta circunstancia, afecta de alguna manera, su
calidad de vida y bienestar.
En el caso de la Sra. Fontalvo, al ser hija de una persona que ya falleció, debe asumir un
proceso de sucesión, que en otras sentencias se ha adelantado paralelamente al de la restitución,
resolviéndose dentro del mismo fallo. Esa situación la ha afectado bastante, pues ha tenido que
incurrir en costosos gastos judiciales que la han obligado a endeudarse y a la fecha, aún no ha
podido disfrutar de la compensación económica:
(…) yo creo que el Estado no consideró que yo por ser parte opositora, en este momento,
por que como mi mamá falleció pues pasaba yo a suplir a mi mamá. Pues no consideró la
idea de que me hubieran hecho el grandísimo favor y ellos hubieran levantado la sucesión,
no que a mí me hubiera tocado buscar plata prestada endeudarme y corra pa aquí, corra pa
allá, y eso que, gracias a Dios, el Doctor Alejandro pues pudo ayudarme a terminar con lo
que el abogado que estaba antes pues él se había ofrecido a hacerme el favor y Ud. sabe
que la gente sin plata no trabaja (…) ¿Todavía no le han dado la compensación verdad? No
porque como le digo, como a mí es a la que me toca levantar la sucesión pues estamos, ya
salió el primer edicto, estamos en el proceso, o sea que a Dios gracias, pues como el Dr.
me está ayudando pues, lo que el otro me dejó tirado, pues ya salió el primer edicto
entonces aún estamos esperando... ¿y cuánto hace de eso, cuanto hace que salió el
fallo?…el año pasado ... ¿o sea lleva como uno?... si señor (M. Fontalvo, comunicación
telefónica, 30 de agosto de 2017).
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Adicionalmente la señora Fontalvo expresó: “no tenemos a veces ni como comprar una
droga, entonces a uno le queda difícil tener que salir del predio, aparte endeudarse para llevar un
proceso, para que le puedan dar a uno la compensación que le van a dar” (comunicación telefónica,
30 de agosto de 2017). De las anteriores afirmaciones se evidencia la magnitud de la demora en la
entrega, pues ha transcurrido más de un año y aún no se sabe cuánto tiempo más tardarán de un
lado, el proceso de sucesión y del otro, el de asignación de la medida de atención.
De igual manera, los funcionarios entrevistados también advierten que las medidas de
atención no se entregan de manera oportuna. Una de las razones que originan esa demora es la
escaza oferta de predios y de proyectos productivos que tiene el Fondo de la URT para entregar en
equivalencia, ya sea a las víctimas que no quieren retornar por motivos de seguridad o porque ya
se arraigaron en otra parte o a los SO que fueron sujetos de este tipo de compensación.
(…) las sentencias remiten a otras entidades. Por ejemplo, una medida de atención es que
se le formalice, por ejemplo, a campesinos que a las víctimas les dan compensación y al
campesino, les dicen, bueno, dejémoslos ahí a los SO y formalícenle el predio. Entonces,
remite a la Agencia Nacional de Tierras o sea otro trámite para la formalización. Entonces
hay muchas medidas de atención... o que la URT no cumple dentro del término, dentro de
los parámetros. No es que se estén cumpliendo de manera rápida y oportuna porque dentro
de otras cosas, la Unidad tiene que entrar a comprar predios, tiene que ver los proyectos
productivos, tiene que tomarse su tiempo. Entonces, no es con la agilidad que se requiere,
pues para que se dé la restitución a las víctimas o sea se les devuelva el predio y el SO
pueda salir a otro predio como el que él tenía con un proyecto productivo semejante, incluso
hay casos en que la URT ha tratado de sacar a estas personas a unos contratos de
arrendamiento fuera del predio mientras que se les ubica, pero no es lo mejor (N. Yarala,
comunicación personal, 25 de agosto de 2017).
Por su parte, el Doctor Rodríguez manifiesta algo semejante: “no es raro que en ocasiones
no se tenga claridad sobre cual autoridad, o que entidad deben cumplir con las disposiciones del
fallo” (comunicación escrita, 30 de agosto de 2017).
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Bajo los anteriores conceptos, se pudo concluir que, las medidas de atención otorgadas a
los SO en los fallos de restitución no son oportunas. Dentro de los aspectos que originan demora
en la entrega de las medidas se encontraron:
 No se determinan plazos específicos para la entrega en los fallos.
 Falta de claridad en cuanto a la entidad responsable.
 Carencia de recursos de las entidades responsables.
 Complejidad en la adquisición de predios por parte del Fondo de Restitución de Tierras.
 Confusión en trámites administrativos.
 Lentitud en los procedimientos judiciales y administrativos etc.

Análisis de los resultados
Conforme a lo analizado en el marco teórico sobre la economía del bienestar, en el que se
estableció este concepto como la variable que permite determinar, si los SO obtuvieron un nivel
de vida, al menos semejante, al que tenían antes de tener que restituir sus predios, se pudo
determinar que, estos individuos se vieron afectados tanto negativa como positivamente ante la
aplicación de la PP de restitución.
Por una parte, se considera una afectación negativa en el sentido de haberse visto afectados
moralmente. Esto se deduce del hecho que, aparentemente el SO que se vio menos afectado, al
habérsele otorgado como medida de atención el poder mantener el disfrute del predio solicitado,
estuvo sometido a los trámites del proceso, lo que generó sentimientos de angustia e incertidumbre.
Peores sensaciones tuvieron los que se vieron obligados a entregar sus viviendas o modos de
subsistencia. Asimismo, aunque hubo una percepción de medidas de atención justas en cuanto a la
proporcionalidad de las compensaciones, no existe la misma impresión en cuanto a la temporalidad
de las mismas, pues transcurre bastante tiempo para su entrega material.
Por otra parte, la afectación positiva se observa, en cuanto a la presencia que
obligatoriamente tiene que hacer el Estado para llevar a cabo los procesos de restitución. Es decir,
el Estado debe procurar las condiciones necesarias para adelantar los procesos de macro y
microfocalización necesarios para la aplicación de la política de restitución de tierras. En el
proceso de microfocalización se deben garantizar unas condiciones de seguridad apropiadas para
el desempeño de los funcionarios que intervienen en la restitución de los predios. Igualmente, en
la etapa del posfallo, las diferentes entidades estatales deben realizar acompañamientos
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permanentes y adelantar acciones que faciliten el acceso a los servicios esenciales. La señora
Fontalvo afirma que después de los fallos de restitución, se han mejorado las condiciones de
emprendimiento y capacitación: “digamos si hay facilidad como para, para, para ser uno
emprendedor si hay facilidad. Aquí en el municipio ya gracias a Dios ha llegado mucha ayuda del
Sena para que la gente se capacite” (comunicación telefónica, 30 de agosto de 2017).
De esta manera, se dan mayores posibilidades para que la población circundante obtenga
un beneficio general. Si existen suficientes oportunidades sociales, las personas pueden forjar más
fácilmente su destino y ayudarse mutuamente, lo cual mejora sus condiciones de vida. En cualquier
caso, todas estas acciones facilitan, de alguna manera, el crecimiento y desarrollo de la sociedad.
En definitiva, queda la percepción de que el Estado, a través de su aparato de justicia y de
las entidades encargadas de velar por la situación de los inicialmente, ignorados SO, ha realizado
acciones que los visibilizan ante la sociedad. Mediante el desarrollo de varios acuerdos desde el
año 2014 y, en cabeza de la URT, ha venido evolucionando la atención a esta población,
estableciendo el tipo de medidas de atención, así como el procedimiento para cumplir con las
órdenes proferidas por los jueces o magistrados de restitución (URT, 2016).
Pese a esos esfuerzos y, aunque las medidas de atención parezcan justas, aún no se
encuentran definidos los tiempos de entrega como tampoco se han establecido responsabilidades
a quienes deban realizarlas. Por lo anterior, se requiere de una PP que atienda directamente, la
problemática de este tipo de población y resuelva los temas de equivalencia económica y
oportunidad en la entrega de las medidas de atención que los jueces y tribunales designen para los
SO.

Conclusiones
A continuación se presentan las principales conclusiones de este trabajo, en el que se
propuso determinar qué tan oportunas y efectivas han sido de las medidas de atención brindadas a
los SO del departamento de Norte de Santander en la resolución de su problemática
socioeconómica, ocasionada por la restitución de los predios bajo el esquema de la Ley 1448.
Para lograr ese objetivo, se implementó una metodología cualitativa en el análisis de los
datos. Se recurrió al estudio de caso como estrategia metodológica, en la cual, se consideró el
departamento de Norte de Santander como zona de estudio, por tratarse de una región que
históricamente ha padecido con mayor rigor el fenómeno de la violencia, dada su estratégica
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posición geográfica, lo cual facilitó la obtención de información sobre casos de restitución y de
SO. Las técnicas de investigación utilizadas fueron la revisión documental, la observación y las
entrevistas. A estas técnicas se les aplicó el principio de la triangulación, con el fin de establecer
la convergencia hacia los resultados encontrados.
Toda esta metodología se apoyó en algunos conceptos teóricos sobre PP y economía del
bienestar, que condujeron hacía una percepción general que se tiene, sobre las medidas de atención
que se otorgaron para afrontar la problemática socioeconómica que presentan los SO del
departamento. Para esto, se consideró teóricamente la importancia que tienen las PP en la solución
de los desajustes que puede sufrir una sociedad. Entendiéndolas como un conjunto de
instrumentos, a través de los cuales el Estado, implementa las medidas necesarias para darle
solución a un problema identificado en particular. Por ello, es indiscutible que las PP son
absolutamente necesarias para el desarrollo de una sociedad, pero estas deben ser formuladas
adecuada y oportunamente para lograr un estado de bienestar. Igualmente, deben ser planificadas
desde el mismo territorio, con participación de todos los actores involucrados, para que tengan la
eficacia que se requiere en la solución de las problemáticas sociales que se derivan de las
complejidades propias de su mismo entorno.
En la actualidad, el tema de los SO se ha puesto de moda y se le ha otorgado mayor
importancia por cuanto han surgido intereses particulares de grandes terratenientes o
multinacionales, que están utilizando ahora a los SO para atacar la Ley de Víctimas y Restitución
de Tierras, con el propósito de evitar la entrega de los predios que se encuentran explotando, en
cumplimiento de los fallos de restitución. Para ello, se han valido de la organización de eventos
políticos en los que se convoca la participación de los campesinos afectados u opositores y han
participado reconocidos despojadores de tierras, grandes ganaderos, algunos funcionarios públicos
y hasta congresistas, todos unidos en contra de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras. Lo
anterior, ha provocado efectos negativos dentro de la comunidad.
Por una parte, se ha generado un ambiente de desasosiego, intranquilidad y discordia entre
las comunidades campesinas, ya que unos ven en la ley la oportunidad propicia de recobrar sus
tierras y los que las deben entregar no están dispuestos a hacerlo y pondrán todo su esfuerzo para
impedirlo, generando eventos conflictivos y de violencia.
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Por otra parte, los campesinos que no pudieron demostrar buena fe dentro de los procesos
judiciales de restitución han quedado estigmatizados como despojadores de tierras, lo que ha
generado malos tratos y hasta violencia al interior de las comunidades.
De igual modo, las familias que antes convivían en cierta armonía con sus vecinos ahora
son enemigas. Además, se ha generado desarraigo y debilidad en la unidad familiar, ya que algunos
miembros de las familias se han visto obligados a desplazarse lejos de sus tierras en busca de
nuevas oportunidades que les permita ayudar económicamente a sus familiares.
En cuanto a los resultados, la metodología utilizada condujo a la conclusión de que las
medidas de atención otorgadas a los SO del departamento de Norte de Santander han sido efectivas,
pues las compensaciones ordenadas en los fallos judiciales, han conservado cierta
proporcionalidad frente al valor de los predios restituidos y, aunque se percibe que son un poco
más bajas de lo pretendido, les han servido como estímulo para continuar adelante y generar nuevas
expectativas. Sin embargo, aunque parezcan justas no son oportunas, pues al no estar definidos
concretamente, tanto los plazos como las responsabilidades en los fallos, las medidas no se
entregan de manera oportuna. Esa situación conduce, necesariamente, a una afectación negativa
en el estilo de vida y en el bienestar socioeconómico y moral de los SO al tener que restituir sus
predios.
En términos generales, persiste una sensación de abandono y de justicia selectiva entre los
campesinos que deben entregar las tierras, generando incredulidad y desconfianza hacia el Estado
y sus instituciones.
Frente a este problema que se originó en la omisión que tuvo la Ley 1448 de 2011, al no
contemplar la existencia de los SO y a la consecuente ausencia de un procedimiento concreto para
su atención, el cual, tampoco ha sido claro en el desarrollo de los diferentes acuerdos
implementados desde el año 2014, y ante las reiteradas denuncias de inconformidad de campesinos
y propietarios de predios que se vieron obligados a restituirlos, la Corte Constitucional exhortó al
Congreso de la República y al Gobierno Nacional, sobre la necesidad de crear unas normas, un
marco institucional y unas PP comprensivas, adecuadas y suficientes, de mediano y largo plazo
que corrijan, de manera integral, el problema de los SO y subsanen las falencias que tuvo la Ley
1448 desde su promulgación (Sentencia C-330, 2016)
La PP que se formule para la atención de los SO debe incidir notablemente en la estabilidad
de los procesos de restitución de tierras y debe partir necesariamente, del reconocimiento de las
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necesidades, expectativas e intereses de todos aquellos actores de los procesos de restitución. Las
entidades que se identifiquen plenamente como responsables de la atención, tendrán la obligación
de establecer una serie de competencias, protocolos, rutas y procesos, que permitan ejecutar de
manera articulada y apropiada, los diferentes programas y proyectos que den solución a la
problemática planteada e incorporarlas en los respectivos planes de desarrollo territoriales.
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